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Introducción 

La integración de la Inteligencia Artificial (IA) en el sistema de justicia civil 

panameño representa una transformación paradigmática impulsada por el artículo 172 

del Código Procesal Civil (Ley 402/2023), que faculta explícitamente al Órgano Judicial 

para automatizar actos procesales mediante tecnologías disruptivas. Esta innovación 

legislativa responde a una crisis estructural de eficiencia judicial caracterizada por 

sobrecarga de expedientes (incremento 25% proyectado 2028), dilación crónica en 

admisiones (15 días promedio) y costos operativos elevados que erosionan la confianza 

ciudadana (41% Latinobarómetro 2025). 

 

Sin embargo, este mandato modernizador irrumpe en un vacío regulatorio crítico 

entre la promesa algorítmica de celeridad y los pilares constitucionales del debido 

proceso (artículo 24 Constitución) y protección de datos (Ley 81/2019), generando 

colisiones normativas que amenazan imparcialidad, transparencia y equidad. La 

presente tesis examina estos desafíos jurídicos desde una perspectiva holística, 

integrando análisis dogmático, comparado y propositivo para diagnosticar riesgos 

sistémicos (opacidad 82%, sesgos 72%) y formular el Protocolo PROGIA-JC como 

solución integral de gobernanza ética. 

 

El estudio se estructura en cinco capítulos que progresan desde el diagnóstico 

problemático hasta la propuesta ejecutiva, posicionando a Panamá como referente 

regional en justicia digital alineada con ODS 16.3 y estándares CEJA (2025). 

 

El problema central radica en la asimetría temporal-normativa: la Ley 81/2019 

precede al CPC/2023 sin prever procesamiento masivo de datos sensibles judiciales 

(salud, patrimonio familiar), mientras el Acuerdo 816/2025 exige "trazabilidad ética" sin 
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mecanismos operativos concretos. Antecedentes internacionales (OCDE 2026) y 

regionales (PretorIA Colombia, VictorIA Panamá) evidencian beneficios eficiencia (+40% 

celeridad) pero riesgos materiales: discriminación algorítmica (DPR<0.95), caja negra 

inexplicable y asimetría informativa que vulneran igualdad de armas (artículo 23 CPC). 

La hipótesis principal (H1) postula que sin gobernanza granularizada, la IA judicial 

subvierte el debido proceso; los objetivos específicos validan esta premisa mediante 

triangulación de 45 fuentes, confirmando saturación teórica al 100%. 

 

Metodológicamente, adopta diseño cualitativo no experimental transversal 

analítico-documental, con muestreo intencional de normas primarias (Constitución, 

Leyes 81/402), doctrina (Garrett 2025) y reportes institucionales (CEJA 2025), 

garantizando rigor académico. Esta aproximación interdisciplinaria (derecho procesal, 

ética IA, gobernanza datos) genera conocimiento aplicado para el Capítulo 5, 

trascendiendo descripción hacia propuesta normativa viable. 

 

La relevancia del estudio es cuádruple: jurídicamente previene nulidades masivas 

(B/.10M anuales evitados); económicamente maximiza ROI 5:1 de inversión tecnológica; 

socialmente democratiza acceso justicia para rurales/indígenas (35% población 

excluida); académicamente posiciona Universidad Latina como líder derecho digital 

panameño. Justificación ética: IA no sustituye razonamiento humano (artículo 172 CPC), 

requiriendo "human-in-the-loop" ineludible y XAI obligatoria para preservar dignidad 

humana sobre eficiencia tecnocrática. Alcance delimitado a justicia civil ordinaria excluye 

penal/familiar, priorizando sistemas Tier 2-3 (alto riesgo); límites: ausencia datos 

empíricos implementación IA (piloto 2026 pendiente) compensados por simulación 

comparada. 

 

Línea investigativa: "Transformación digital y Estado de Derecho" Facultad 

Derecho, alineada transformación judicial ODS 16. Esta tesis no solo diagnostica, sino 
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cataliza implementación responsable de IA judicial, asegurando que la modernización 

amplifique —no erosione— garantías fundamentales. 

 

El marco teórico operacionaliza variables mediante mapa detallado: Debido 

Proceso (imparcialidad, contradicción, supervisión) vs. Protección Datos (finalidad, 

minimización, ARCO), glosario técnico (XAI, black-box, ADM) y antecedentes 

investigativos (CEJA, UNESCO). Capítulo 2 integra bases conceptuales para Capítulo 3 

metodológico (análisis contenido, matrices PxI, saturación 45 fuentes), culminando 

Capítulo 4 en validación H1 (riesgos críticos confirmados). 

 

Capítulo 5 propone PROGIA-JC: 7 fases ejecutables, 28 mecanismos (DPIA, 

portal ARCO), cronograma 24 meses (B/.250K), beneficios cuantificados (40% eficiencia, 

86% menos impugnaciones). Contribuciones originales: matriz tiers riesgo adaptada 

Panamá, waterfall incompatibilidades Ley 81, radar viabilidad mecanismos. La 

investigación responde llamado ODS 16: justicia inclusiva mediante gobernanza IA 

soberana. 

 

Finalmente, esta tesis posiciona debate IA-judicial panameño en agenda nacional, 

ofreciendo herramientas (protocolos, KPIs, plantillas) para transición ordenada hacia 

justicia 4.0 ética. Ante imperativo artículo 172 CPC, PROGIA-JC emerge como hoja ruta 

institucional: diagnóstico preciso, propuesta viable, impacto medible. Panamá, 

vanguardia legislativa (Ley 402 pionera), requiere vanguardia regulatoria para evitar 

fracasos regionales. El lector hallará no solo crítica académica, sino blueprint práctico 

para futuro judicial digital responsable. Esta introducción invita reflexión crítica sobre 

encrucijada: ¿eficiencia sin justicia o innovación garantista? La tesis responde con 

equilibrio normativo. 
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Antecedentes del problema de investigación 

La integración de la Inteligencia Artificial (IA) en los sistemas de justicia no surge 

de manera espontánea o aislada, sino que es el resultado de una evolución tecnológica 

y normativa con raíces profundas en tendencias globales, adaptaciones regionales y 

realidades nacionales específicas. Comprender estos antecedentes contextuales (el 

escenario real en el que emerge el problema) es fundamental para apreciar la urgencia 

y complejidad del desafío que enfrenta el sistema de justicia civil panameño. Este análisis 

se estructura en tres niveles interconectados que revelan cómo un fenómeno 

internacional ha tomado forma en Latinoamérica y cristaliza en un vacío regulatorio crítico 

dentro del ordenamiento jurídico panameño. 

 

A nivel internacional, el telón de fondo lo define una carrera por modernizar 

administraciones públicas sobrecargadas, donde la IA se promociona como la llave para 

la eficiencia. Países pioneros han desplegado sistemas que van desde la clasificación 

automática de apelaciones en Francia hasta el examen ultrarrápido de recursos 

constitucionales en Brasil. El informe de la OCDE (2026) destaca que estas tecnologías 

poseen un "gran potencial para apoyar el acceso a la justicia, así como para fortalecer 

su resiliencia, eficiencia, efectividad y equidad" (párr. 6), pero a pesar de ello este mismo 

organismo advierte que un desarrollo inadecuado puede "dar lugar a un trato desigual 

entre personas o grupos", señalando la paradoja central: la herramienta diseñada para 

optimizar el sistema puede, si no se gobierna con principios éticos sólidos, corroer su 

esencia misma al automatizar sesgos, opacar la toma de decisiones y erosionar la 

responsabilidad humana. Este antecedente global establece el dilema universal entre la 

promesa de la eficiencia tecnocrática y la preservación de garantías jurídicas 

inalienables, un dilema que se importa y adapta en cada contexto regional. 

 

En el ámbito regional latinoamericano, este dilema global se enfrenta a un terreno 

caracterizado por una asimetría aún más pronunciada entre la adopción tecnológica y la 
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capacidad regulatoria, junto a profundas desigualdades sociales. La región vive un 

momento de experimentación activa, con casos como el sistema PretorIA en Colombia, 

que asiste a la Corte Constitucional en el filtrado de miles de acciones de tutela, y la 

herramienta Chat-JT en Brasil, que ayuda en tareas de investigación y redacción jurídica. 

No obstante, como analiza el juez Ernesto Azcona (2026), esta irrupción plantea "riesgos 

profundos para los pilares del Estado de derecho: la imparcialidad, la transparencia, el 

debido proceso y, sobre todo, la responsabilidad personal del juez" (párr. 4), por lo que 

la respuesta ha sido una fragmentada pero significativa ola de autorregulación judicial 

subnacional, evidenciada en guías éticas como la del Poder Judicial del Chaco en 

Argentina (Resolución STJ Nº 961/2025), que prohíbe expresamente delegar funciones 

jurisdiccionales y exige supervisión humana ineludible.  

 

Paralelamente, se observa un incipiente movimiento legislativo. Un análisis 

comparado de proyectos de ley en la región señala que, aunque en etapas dispares, 

propuestas en países como Brasil, Argentina y Colombia comparten un enfoque basado 

en principios y centrado en derechos humanos, con énfasis en la evaluación de riesgos 

y la prohibición de sistemas de riesgo inaceptable. Este paisaje regional, de 

experimentación práctica combinada con esfuerzos regulatorios todavía inconclusos, 

sirve como el contexto inmediato en el que se inscribe la situación panameña, ilustrando 

tanto los beneficios buscados como los riesgos concretos que deben gestionarse. 

 

El antecedente nacional panameño se caracteriza, en contraste con la actividad 

regulatoria emergente en otros países de la región, por un vacío normativo específico 

frente a un mandato legal explícito. La entrada en vigor del Código Procesal Civil (Ley 

402 de 2023), cuyo artículo 172 faculta el uso de sistemas de IA, coloca al país en la 

vanguardia en cuanto a mandato de innovación, pero lo deja a la zaga en cuanto a su 

gobernanza. Este mandato de automatización choca frontalmente con un marco de 

protección de datos personales, la Ley 81 de 2019, que, aunque robusta en sus principios 
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generales, no fue diseñada para contemplar los riesgos singulares del procesamiento 

automatizado masivo en el ámbito judicial.  

 

Mientras naciones vecinas debaten leyes de IA con capítulos específicos sobre 

los derechos de las personas frente a sistemas automatizados (como el derecho a una 

explicación, a la revisión humana y a impugnar una decisión algorítmica), Panamá carece 

de una legislación secundaria o protocolos integrales que armonicen el Código Procesal 

con la Ley de Datos. Este desfase crea un terreno fértil para los riesgos identificados a 

nivel global y regional: la opacidad en decisiones que afectan derechos, la potencial 

discriminación por sesgos algorítmicos y la dificultad para ejercer los derechos ARCO 

(Acceso, Rectificación, Cancelación, Oposición) frente a una "caja negra". Por lo tanto, 

el antecedente nacional más crítico es la existencia de una innovación legal sin 

gobernanza, un mandato de modernización procesal que se activa en un entorno 

normativo que no está preparado para asegurar que dicha modernización sea también 

justa, transparente y respetuosa de los derechos fundamentales. Esta es la brecha 

concreta en la que se sitúa la investigación.  

 

Planteamiento del problema 

La integración de sistemas de Inteligencia Artificial (IA) en los procesos de 

administración de justicia, realmente constituye uno de los fenómenos jurídicos más 

transformadores y además delicados que se han podido ver en la era digital, pues es así 

que esta innovación, la cual ha sido impulsada por la promesa de superar crisis de 

eficiencia, igualmente la celeridad y también el acceso, genera de forma simultánea una 

tensión estructural en las bases del Estado de Derecho. El problema investigado en este 

trabajo de investigación (los desafíos jurídicos específicos que plantea la implementación 

de IA en el sistema de justicia civil panameño a la luz del debido proceso y la protección 

de datos) no es un evento totalmente aislado. Por el contrario, se erige como la 

manifestación concreta y localizada de una encrucijada global, cuyas dimensiones y 
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complejidades se pueden desglosar y analizar de manera escalonada en los ámbitos 

internacional, regional latinoamericano y nacional panameño. Cada uno de estos niveles 

presenta matices propios, pero en conjunto revelan un conflicto central entre la lógica 

instrumental de la automatización y la naturaleza garantista de la función jurisdiccional. 

 

A nivel internacional, el problema se enraíza en una tensión filosófica y práctica 

de primer orden: la disyuntiva entre la búsqueda de una “justicia low-cost” y la 

preservación inalienable de las garantías del debido proceso. Sistemas judiciales de todo 

el mundo, sobrecargados y con plazos dilatados, ven en la IA una solución tecnocrática 

para la gestión masiva de expedientes, el análisis predictivo de jurisprudencia e incluso 

la asistencia en la toma de decisiones preliminares. Sin embargo, esta búsqueda de 

eficiencia y economía procesal colisiona frontalmente con principios jurídicos universales 

consagrados en constituciones y tratados de derechos humanos.  

 

La principal advertencia surge de la opacidad algorítmica. Muchos sistemas de IA 

avanzada funcionan como “cajas negras”, en donde la lógica que conduce de los datos 

de entrada a la decisión de salida se puede observar de forma inescrutable incluso para 

sus desarrolladores. De esta forma es que la falta de transparencia intrínseca, realmente 

imposibilita que una parte judicial pueda llegar comprender, y por ende hasta impugnar 

de manera fundada, tanto una recomendación como una decisión automatizada que la 

afecte, erosionando así los derechos a la defensa y además a una tutela judicial efectiva.  

 

Como advierte la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 

(OCDE) (2025), “la transparencia algorítmica es esencial no solo por razones éticas, sino 

también para cumplir con los requisitos legales del debido proceso” (párr. 7), entendiendo 

así que existe el riesgo profundo de la discriminación algorítmica sistémica, pues los 

modelos de IA se entrenan con datos históricos que, con frecuencia, reflejan y además 

encapsulan ciertos sesgos y desigualdades estructurales que son preexistentes (esto ya 
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sea en materia de género, raza, condición socioeconómica). Es así que, al aprender de 

estos datos, el algoritmo puede llegar perpetuar, normalizar e incluso amplificar cada uno 

de estos sesgos, tomando así una decisión que institucionalice la inequidad bajo un velo 

en el que se presenta aparente objetividad técnica. Es por ello, que el dilema 

internacional no radica solamente en rechazar la innovación, sino realmente en resolver 

cómo domesticarla de una forma jurídica para que su implementación no se convierta en 

un vector de arbitrariedad tecnológica o de incluso vulneración silenciosa de derechos 

fundamentales, transformando así la promesa de una justicia más accesible en una 

amenaza para una justicia verdaderamente igualitaria. 

 

En el ámbito regional latinoamericano, esta tensión global adquiere contornos 

particulares y se agrava debido a un contexto caracterizado por una marcada asimetría 

entre la velocidad de la implementación tecnológica y la lentitud en el desarrollo de 

marcos normativos robustos, todo ello enmarcado en sociedades con profundas 

desigualdades estructurales. Países como Colombia, Brasil, Uruguay y Argentina han 

iniciado, con distintos grados de avance, proyectos piloto y herramientas de IA en sus 

poderes judiciales. No obstante, estos desarrollos suelen adelantarse a la existencia de 

leyes específicas que establezcan límites, principios éticos y mecanismos de control y 

reparación. Esta carrera desequilibrada crea un terreno fértil para la experimentación con 

derechos fundamentales, tal como documenta el Centro de Estudios de Justicia de las 

Américas (CEJA): 

 

Los debates sobre los riesgos de la IA para los derechos 

fundamentales —como la protección de datos personales y sensibles, el 

acceso a la justicia, la igualdad ante la ley y el derecho a ser juzgado por 

una persona humana— se dan en ausencia de marcos normativos 

integrales que regulen su uso en el ámbito judicial (Centro de Estudios 

de Justicia de las Américas (CEJA), 2025, p.7). 
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Por lo cual la preocupación es especialmente aguda en América Latina, donde la 

heterogeneidad social, los altos niveles de informalidad y la diversidad cultural pueden 

no estar adecuadamente representados en los conjuntos de datos utilizados para 

entrenar algoritmos, muchas veces diseñados con lógicas extra-regionales.  

 

Un sistema de IA que funcione bien en un contexto social homogéneo podría 

producir resultados profundamente injustos y discriminatorios en el complejo mosaico 

latinoamericano. El problema regional, por consiguiente, trasciende la mera ausencia de 

regulación. Se trata de la implementación de tecnologías de alto impacto en un entorno 

de vulnerabilidad institucional y social preexistente, donde los riesgos de exclusión, 

sesgo y opacidad no son meramente teóricos, sino que amenazan con exacerbar 

fracturas históricas y socavar la ya frágil confianza ciudadana en los sistemas de justicia, 

comprometiendo no solo la equidad en casos concretos, sino la legitimidad misma de la 

institución judicial a largo plazo. 

 

A nivel nacional panameño, el problema deja de ser abstracto o potencial para 

convertirse en un desafío jurídico concreto, urgente y de primer orden, catalizado por la 

reciente entrada en vigor del Código Procesal Civil (Ley 402 de 2023), su artículo 172 

faculta: 

 

Los actos procesales también podrán efectuarse mediante el uso 

de la inteligencia artificial, las aplicaciones y los dispositivos de soporte 

y de transmisión de datos. EI Organo Judicial determinara el tipo de acto 

procesal que podrá tramitarse mediante el uso de tales medios 

tecnológicos, en la medida que garanticen la inmediación del juez, 

favorezcan la transparencia, compatibilicen con los parámetros éticos y 

sean de utilidad para los fines de la Administración de Justicia. Las 



8 
 

herramientas provistas por la inteligencia artificial no reemplazarán el 

razonamiento humano del juez o magistrado (Asamblea Nacional de 

Panamá, 2023, Art. 172). 

 

De esta manera, expresa al Órgano Judicial para emplear sistemas de IA en la 

automatización de actos procesales, introduciendo así una disrupción tecnológica con 

rango legal en el núcleo operativo de la justicia civil. Sin embargo, esta innovación 

legislativa, orientada a la agilización, no ha sido acompañada de un marco de 

gobernanza integral ni de una armonización normativa precisa, generando un vacío 

regulatorio peligroso y una colisión normativa latente. El conflicto central y más agudo se 

sitúa en la articulación deficiente (casi inexistente) entre el mandato de automatización 

del Código Procesal y el régimen de garantías establecido en la Ley 81 de 2019 de 

Protección de Datos Personales. Mientras el primero impulsa la eficiencia y celeridad, el 

segundo consagra principios irrenunciables como la lealtad, finalidad, proporcionalidad y 

seguridad en el tratamiento de datos, sin prever ni regular los riesgos específicos que 

supone el procesamiento masivo, automatizado y potencialmente opaco de información 

personal sensible con fines judiciales.  

 

Esta incongruencia da lugar a problemas jurídicos tangibles: el tratamiento de 

datos íntimos de litigantes (estado de salud, situación financiera, vida familiar) contenidos 

en expedientes electrónicos por algoritmos cuyos criterios son desconocidos; la falta de 

procedimientos claros y accesibles para que un ciudadano impugne una decisión de 

calendario, admisión o incluso de fondo que haya sido generada o influida decisivamente 

por un sistema de IA; y las enormes dificultades prácticas para ejercer los derechos 

ARCO (acceso, rectificación, cancelación, oposición) frente a un proceso de toma de 

decisiones automatizado y complejo. Como lo analiza un estudio panameño reciente 

sobre la materia, el uso de IA en ámbitos jurisdiccionales específicos, como el laboral, 
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debe enfrentar precisamente estos desafíos de viabilidad y adecuación normativa 

(Guzmán, 2026).  

 

En esencia, el problema panameño es la implementación formal de una 

herramienta de alto impacto potencial sin las salvaguardas jurídico-procesales 

necesarias, lo que expone las garantías cardinales del debido proceso civil (la 

imparcialidad del juzgador, la igualdad de armas, la motivación racional de las 

resoluciones, el derecho a una prueba y a un recurso efectivo) a los riesgos inherentes 

de la opacidad algorítmica, el sesgo no detectado y el error técnico no supervisado. La 

investigación se centra, por tanto, en desentrañar y proponer soluciones para este 

conflicto normativo concreto, donde la loable aspiración de modernización y agilización 

procesal puede, paradójicamente, entrar en colisión con la obligación constitucional e 

internacional del Estado de garantizar un proceso justo, público y respetuoso de la 

dignidad y privacidad de los justiciables. 

 

Justificación de la investigación 

La implementación de inteligencia artificial en el sistema de justicia civil 

panameño, más allá de representar una mera actualización tecnológica, constituye un 

experimento normativo de profundas consecuencias para la arquitectura del Estado de 

Derecho. La investigación propuesta se justifica no solo por la necesidad de diagnosticar 

un problema jurídico complejo, sino por el valor transversal y multifacético que un análisis 

riguroso aporta a distintos ámbitos. Su relevancia trasciende lo académico para 

proyectarse en lo práctico, lo institucional y lo social, ofreciendo un marco de reflexión 

indispensable en un momento de transición crítica para la administración de justicia en 

Panamá. 
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Desde el enfoque jurídico y de política pública, esta investigación se justifica por 

la urgente necesidad de construir un puente normativo entre la innovación y la garantía 

de derechos. El artículo 172 del nuevo Código Procesal Civil ha creado un hecho 

consumado tecnológico sin haber desarrollado previamente los diques de contención 

jurídicos necesarios. El enfoque del estudio es, por tanto, preventivo y constructivo; 

busca anticipar los conflictos que surgirán en la práctica forense diaria y ofrecer 

soluciones concretas antes de que se materialicen vulneraciones masivas a derechos 

fundamentales. Al analizar de manera integrada el debido proceso y la protección de 

datos, el trabajo adopta una perspectiva holística que entiende que estos principios no 

son compartimentos estancos, sino pilares interconectados de un juicio justo. Justifica su 

enfoque al proponer un modelo de gobernanza proactiva, que trascienda la mera 

reacción a los problemas y establezca parámetros claros para un desarrollo tecnológico 

ético y constitucionalmente alineado. 

 

En su dimensión económica y de eficiencia institucional, el estudio encuentra una 

justificación poderosa. Un sistema judicial lento y sobrecargado representa un costo 

económico monumental para el Estado y para la sociedad: costos directos de 

mantenimiento, costos indirectos por la incertidumbre jurídica que frena la inversión, y 

costos sociales por la frustración de la ciudadanía. La IA promete optimizar recursos, 

agilizar trámites y liberar tiempo valioso de jueces y secretarios para tareas de mayor 

complejidad intelectual. Sin embargo, una implementación mal regulada puede generar 

costos aún mayores: litigios por decisiones sesgadas o inexplicables, nulidades 

procesales masivas por vicios en la automatización, y la necesidad de costosas 

reconversiones tecnológicas futuras para corregir errores de diseño. Esta investigación 

se justifica al buscar maximizar el retorno de la inversión tecnológica del Órgano Judicial, 

asegurando que la búsqueda de eficiencia no comprometa la legalidad y genere, en 

última instancia, más gastos y desconfianza. Propone mecanismos (como protocolos de 

auditoría y diseños centrados en derechos) que son una inversión en seguridad jurídica, 

evitando así los elevadísimos costos económicos y reputacionales de un fracaso en la 

digitalización de la justicia. 
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Para la universidad y la academia panameña, este trabajo posee un valor 

justificatorio de primer orden. Representa una contribución directa al fortalecimiento de 

una línea de investigación incipiente pero crucial: el derecho digital y la regulación de 

tecnologías disruptivas en el contexto nacional. La universidad, como faro de 

pensamiento crítico y generador de conocimiento aplicado, tiene el deber de analizar los 

fenómenos que transforman la sociedad. Esta tesis no solo se limitará a describir un 

problema, sino que elaborará propuestas normativas concretas, posicionando a la 

institución académica como un actor relevante en el debate público sobre el futuro de la 

justicia. Además, sentará un precedente metodológico para el análisis interdisciplinario, 

integrando conceptos de la ciencia de datos, la ética y el derecho procesal, enriqueciendo 

así las herramientas de investigación disponibles para futuros académicos. Se justifica, 

en esencia, como un ejercicio de pertinencia académica que vincula el rigor teórico con 

los desafíos más apremiantes de la realidad nacional. 

 

La justificación para la sociedad panameña es, quizás, la más vital. La ciudadanía 

es la destinataria final de cualquier sistema de justicia y la más afectada por sus aciertos 

y fracasos. Una implementación opaca o sesgada de la IA podría crear una justicia de 

“dos velocidades”, donde quienes puedan comprender o impugnar los algoritmos 

obtengan ventaja, profundizando la desigualdad ante la ley. Este estudio se justifica como 

un mecanismo de vigilancia y propuesta en nombre del interés público. Su objetivo último 

es contribuir a un sistema judicial que, al incorporar tecnología, se vuelva más accesible, 

predecible y equitativo para todos, no solo más rápido para la administración. Al abogar 

por transparencia, supervisión humana y protección de datos, la investigación defiende 

el derecho de todo ciudadano a un proceso justo en la era digital. Busca empoderar a la 

sociedad con el conocimiento sobre cómo funcionan estos sistemas y cuáles son sus 

derechos frente a ellos, fortaleciendo así la rendición de cuentas de la institución judicial 

ante la gente a la que sirve. 
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Finalmente, para el investigador, este proyecto posee una justificación formativa y 

profesional profunda. Representa la oportunidad de sumergirse en un campo fronterizo 

del derecho, desarrollando competencias de análisis complejo, investigación 

interdisciplinaria y propuesta normativa que son cada vez más valiosas en el panorama 

jurídico contemporáneo. El proceso de investigar y escribir esta tesis constituye un 

ejercicio inmejorable para dominar temas de vanguardia, comprender las dinámicas entre 

tecnología y regulación, y contribuir con ideas originales a un debate de gran actualidad. 

Se justifica como la piedra angular de la formación especializada del investigador, 

permitiéndole posicionarse como un profesional con conocimientos críticos para asesorar 

a instituciones, empresas o litigantes en los desafíos jurídicos de la transformación 

digital. Es, en definitiva, un vehículo para convertir la inquietud académica en expertise 

concreto y socialmente relevante. 

 

Objetivos 

Objetivo General 

Analizar los desafíos jurídicos de implementar IA en el sistema de justicia civil 

panameño desde la perspectiva del debido proceso y la protección de datos personales 

bajo la Ley 81 de 2019. 

 

Objetivos Específicos 

1. Examinar las disposiciones de la Ley 81 de 2019 sobre tratamiento automatizado 

de datos y su aplicación a procesos judiciales con IA. 

2. Identificar riesgos al debido proceso, como sesgos y falta de explicabilidad en 

decisiones algorítmicas. 

3. Proponer mecanismos para garantizar transparencia, auditabilidad y derechos de 

las partes en la automatización judicial. 
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Alcance y límites de la investigación 

Toda investigación jurídica que aspire al rigor debe comenzar por reconocer 

aquello que puede (y también aquello que no puede) abarcar. Esta delimitación no 

constituye una concesión a la debilidad metodológica, sino una expresión de madurez 

académica: implica admitir que ningún estudio, por ambicioso que sea, logra agotar la 

complejidad de un fenómeno, y que el conocimiento avanza precisamente mediante la 

acumulación de miradas parciales pero profundas sobre un objeto común. En esta 

investigación, dicha premisa se vuelve aún más imperativa, pues el cruce entre la 

inteligencia artificial y el proceso civil panameño no solo es un territorio vasto, sino 

también movedizo, con fronteras disciplinares que se desdibujan constantemente y con 

preguntas emergentes que surgen incluso mientras se redactan estas líneas. 

 

En términos temáticos, el estudio se concentra de manera exclusiva en los 

conflictos normativos que se producen cuando los sistemas de inteligencia artificial son 

empleados en la tramitación del proceso civil, y específicamente en cómo dicha 

utilización tensiona o eventualmente vulnera dos garantías fundamentales: el debido 

proceso (en sus dimensiones de imparcialidad, contradicción y motivación) y la 

protección de datos personales, conforme al régimen establecido en la Ley 81 de 2019. 

Esta decisión implica el dejar fuera otros aspectos igualmente relevantes, como el 

impacto de la automatización en la independencia judicial, en la percepción ciudadana 

sobre la justicia o en la organización administrativa de los tribunales, pues no se trata de 

una omisión involuntaria ni de una jerarquización implícita, sino realmente de una 

estrategia analítica, la cual es la experiencia comparada demuestra que cuando se 

intenta abordar de forma simultánea todas las dimensiones de un problema emergente, 

se observa que el resultado suele ser una descripción completamente extensa pero 

superficial, siendo rica en enumeraciones pero pobre en comprensión profunda, por lo 

que ha preferido, entonces, excavar en lugar de sobrevolar. 

 



14 
 

En cuanto al alcance normativo, la investigación se encuentra deliberadamente 

acotada a tres hitos regulatorios del ordenamiento panameño vigente. El primero es la 

Ley 402 de 2023, Código Procesal Civil, cuyo artículo 172 constituye la habilitación 

expresa para la utilización de inteligencia artificial en la realización de actos procesales. 

El segundo es la Ley 81 de 2019, que consagra el derecho a la protección de datos 

personales y establece los principios que deben gobernar cualquier tratamiento de 

información personal, incluso (o quizá especialmente) cuando dicho tratamiento es 

realizado por una autoridad pública. El tercero es el Acuerdo 816 de 2025 del Órgano 

Judicial, mediante el cual se aprueba el protocolo para el uso de tecnologías de la 

información, comunicación e inteligencia artificial en la institución. Este último 

instrumento, si bien posee un alcance eminentemente administrativo, representa el 

primer reconocimiento institucional de la necesidad de establecer límites éticos y 

operativos a la automatización judicial. Los marcos normativos internacionales (como las 

recomendaciones de la OCDE sobre gobernanza algorítmica, los principios de la 

UNESCO para una inteligencia artificial ética o los informes del Centro de Estudios de 

Justicia de las Américas (CEJA)) no constituyen objeto de estudio autónomo, sino que 

son empleados como herramientas de contraste y referencia comparativa. Su función es 

permitir identificar, por contraste, las fortalezas y vacíos del derecho panameño frente a 

estándares regionales y globales. 

 

Desde una perspectiva temporal, la investigación se sitúa en el período 

inaugurado por la entrada en vigor del Código Procesal Civil y, más concretamente, por 

la expedición del Acuerdo 816. No se pretende reconstruir el debate histórico que 

precedió a estas normas ni proyectar escenarios de largo plazo con base en predicciones 

tecnológicas. El análisis parte del presente normativo (un presente donde la ley ya 

autoriza lo que la institucionalidad aún no termina de regular) y desde allí se proyecta 

hacia propuestas concretas, sin incurrir en especulaciones carentes de anclaje jurídico. 

La adopción de este corte sincrónico obedece a la convicción de que el principal desafío 

que enfrenta la justicia civil panameña en materia de inteligencia artificial no es anticipar 
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un futuro remoto, sino gestionar responsablemente una innovación que ya está en 

marcha. 

 

Metodológicamente, el estudio adopta un diseño cualitativo, no experimental, 

transversal y de carácter analítico‑documental. Por lo tanto, no se recurre a instrumentos 

de medición cuantitativa, ni a experimentos controlados, ni a encuestas de percepción. 

El trabajo se sustenta en el examen sistemático de fuentes primarias (normas nacionales 

de rango constitucional, legal y reglamentario) y de fuentes secundarias (doctrina 

nacional y comparada, informes institucionales, tesis académicas y artículos 

especializados), seleccionadas mediante un muestreo intencional por criterios de 

pertinencia temática, actualidad y autoría académica o institucional. La validez de los 

hallazgos no descansa en la representatividad estadística de una muestra, sino en la 

saturación teórica alcanzada tras el análisis exhaustivo de un corpus documental 

significativo, proceso que permitió identificar patrones recurrentes y consolidar las 

categorías analíticas que estructuran los capítulos cuarto y quinto. Cualquier referencia 

a frecuencias o tendencias que aparezca en el análisis debe entenderse como una 

aproximación cualitativa derivada de la codificación temática de las fuentes, no como un 

dato estadístico con pretensiones de inferencia poblacional. 

 

Ahora bien, tan relevante como definir lo que esta investigación abarca resulta 

explicitar con igual claridad lo que deliberadamente queda fuera de su perímetro. En 

primer lugar, el estudio no analiza los algoritmos, códigos fuente, bases de datos de 

entrenamiento o arquitecturas técnicas de los sistemas de inteligencia artificial que 

pudieran ser empleados por el Órgano Judicial. Esta exclusión no es metodológica, sino 

fáctica: dicha información no es de acceso público, se encuentra protegida por cláusulas 

de confidencialidad contractual y, en numerosos casos, ni siquiera los operadores 

judiciales tienen conocimiento detallado sobre el funcionamiento interno de las 

herramientas que utilizan. Pretender analizar lo que por definición resulta inaccesible 

habría conducido, inevitablemente, a la especulación o al error. El análisis, por tanto, se 
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concentra en las condiciones normativas y garantías procesales que deberían rodear el 

uso de esas tecnologías, no en el funcionamiento íntimo de los artefactos mismos. 

 

En segundo lugar, la investigación se circunscribe al proceso civil ordinario, con 

exclusión expresa de otras jurisdicciones como la penal, la laboral, la 

contencioso‑administrativa, la de familia o la de niñez y adolescencia. Esta delimitación 

no desconoce la importancia (y en algunos casos la mayor urgencia) de abordar la 

automatización en dichos ámbitos. Muy al contrario, es precisamente la convicción sobre 

la especificidad de cada jurisdicción lo que aconseja no tratarlas de manera 

indiferenciada. Los principios que rigen el proceso penal, por ejemplo, plantean 

exigencias completamente distintas a las del proceso civil frente a la intervención 

algorítmica. Abordarlas conjuntamente habría exigido un nivel de generalidad 

incompatible con la precisión que el tema demanda. Se ha preferido, entonces, renunciar 

a la amplitud en aras de la profundidad. 

 

En tercer lugar, el enfoque adoptado es estrictamente jurídico. Esta investigación 

no evalúa la eficiencia computacional de los modelos de aprendizaje automático, no 

compara el rendimiento de distintas arquitecturas de redes neuronales, no mide tiempos 

de respuesta ni analiza métricas de precisión estadística. Tales evaluaciones 

corresponden legítimamente a otras disciplinas (la ingeniería de sistemas, la ciencia de 

datos, la estadística aplicada) cuyos métodos y lenguajes no se pretenden simular. La 

contribución que aquí se ofrece es de naturaleza hermenéutica y propositiva: traducir los 

problemas técnicos al lenguaje de las garantías constitucionales y procesales; convertir 

el sesgo estadístico en una cuestión de igualdad ante la ley; transformar la opacidad 

algorítmica en un problema de motivación de sentencias y derecho de defensa. 

 

Finalmente, las propuestas contenidas en el capítulo quinto son de carácter 

normativo y de política judicial, no de desarrollo tecnológico. No se ofrece un prototipo 
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de software, una arquitectura de sistema ni un manual de programación. Lo que se 

presenta es un protocolo de gobernanza (el Protocolo Nacional de Gobernanza Ética 

para Sistemas de IA en la Justicia Civil Panameña (PROGIA-JC)) que establece 

principios, procedimientos, estándares y mecanismos de supervisión jurídicamente 

exigibles. En otras palabras, no se indica cómo construir el algoritmo, sino que se señalan 

las condiciones que debe cumplir para que, una vez construido, su empleo resulte 

compatible con un Estado constitucional de derecho. Esta distinción, que podría parecer 

sutil, es en realidad medular: el derecho no tiene como función principal diseñar 

tecnología, sino establecer los límites dentro de los cuales la tecnología puede operar 

sin erosionar los valores que la comunidad política ha decidido preservar. Las 

estimaciones de impacto (como las referidas a eficiencia procesal o ahorros potenciales) 

que se mencionan en la propuesta no constituyen resultados empíricos del análisis 

cualitativo, sino proyecciones hipotéticas derivadas de la literatura comparada, incluidas 

con el propósito de ilustrar la relevancia práctica de las soluciones normativas 

planteadas. 

 

Línea de investigación a la que pertenece el estudio 

Este estudio se inscribe en la línea de “Derecho y Transformación Digital” de la 

Universidad Latina de Panamá. La investigación contribuye directamente a esta línea al 

analizar un fenómeno disruptivo (la IA en la justicia) desde una perspectiva 

interdisciplinaria que integra derecho procesal, derechos fundamentales y ética 

tecnológica. Su pertinencia radica en estar anclado en la legislación y realidad 

institucional panameña reciente, buscando ofrecer soluciones concretas a un desafío 

nacional inmediato, en línea con el compromiso universitario de vincular el conocimiento 

académico con los problemas sociales relevantes. 
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Antecedentes de investigaciones realizadas en el tema 

La incorporación de tecnologías de inteligencia artificial en los sistemas de 

administración de justicia representa uno de los desarrollos más significativos y además 

complejos en la evolución contemporánea de todo lo que involucra el derecho, pues 

realmente esta situación mundial, la cual es impulsada tanto por la búsqueda de 

eficiencia como la gestión de la masividad de casos, realmente genera una tensión a las 

bases tradicionales del Estado de Derecho, esto de forma particular con las garantías 

del debido proceso e igualmente el derecho fundamental a la protección de datos 

personales. 

 

De esta forma, la investigación propuesta, la cual se encuentra centrada en el 

sistema de justicia civil panameño, no surge solamente en un vacío intelectual, sino que 

en realidad se inserta dentro de un corpus tanto académico como normativo en 

crecimiento, por lo que. para construir una base sólida y completamente contextualizada, 

es imperativo revisar e igualmente analizar investigaciones precedentes que hayan 

abordado dimensiones específicas de esta problemática.  

 

Un punto de partida conceptual indispensable a escala global lo ofrece el artículo 

“Artificial intelligence and procedural due process”, publicado por Brandon L. Garrett en 

el volumen 27 de la University of Pennsylvania Journal of Constitutional Law en el año 

2025. Este trabajo no se limita a una descripción tecnocrática de las herramientas de IA; 

por el contrario, realiza una disección jurídica profunda de cómo la arquitectura de los 

algoritmos, especialmente aquellos operando como sistemas opacos o de “caja negra”, 

puede corroer las garantías procesales consagradas en tradiciones jurídicas maduras. 

La metodología empleada por Garrett es rigurosamente analítica y comparativa, 

examinando jurisprudencia y casos prácticos donde la incapacidad de una parte para 

comprender la lógica subyacente a una decisión automatizada (ya sea en libertad 
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condicional, beneficios administrativos o evaluación de riesgo) ha constituido una 

vulneración flagrante del derecho a defenderse adecuadamente.  

 

El autor argumenta que el debido proceso en la era algorítmica exige, como 

mínimo, nuevos estándares de transparencia explicativa y auditabilidad. Sus 

conclusiones apuntan a que, sin un mandato legal que obligue a la “explicabilidad” de los 

algoritmos y reserve un espacio de juicio humano final y significativo, se institucionaliza 

una forma de arbitrariedad tecnológica. Para la presente tesis, este antecedente es 

seminal. Proporciona el léxico y el marco teórico de alto nivel para diagnosticar riesgos 

análogos en Panamá. La noción de “debido proceso algorítmico” desarrollada por este 

autor servirá como un cierto lente crítico para lograr evaluar si las previsiones del artículo 

172 del nuevo Código Procesal Civil panameño establecen suficientes salvaguardas 

contra la opacidad e igualmente si garantizan un control jurisdiccional humano que no 

sea solamente una formalidad. 

 

En el ámbito iberoamericano, un documento de carácter diagnóstico y colectivo 

de enorme relevancia es el informe “Aplicaciones de Inteligencia Artificial en los Poderes 

Judiciales de Iberoamérica”, elaborado y publicado por la Cumbre Judicial 

Iberoamericana en 2023. Este informe trasciende lo puramente académico al constituir 

un esfuerzo institucional colaborativo que refleja la realidad práctica de los poderes 

judiciales de la región. Su metodología se fundamenta en la recolección sistemática de 

datos, encuestas y experiencias proporcionadas por los propios órganos judiciales 

miembros, ofreciendo así una fotografía empírica valiosa. Los resultados del mapeo 

evidencian un espectro de aplicaciones que van desde la digitalización y gestión 

inteligente de expedientes hasta sistemas más avanzados de análisis predictivo y 

asistencia en la investigación legal.  
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Sin embargo, el informe identifica con claridad una serie de desafíos 

transversales: una marcada asimetría entre el desarrollo tecnológico y el marco 

normativo que lo debe regular, una insuficiente capacitación de jueces, fiscales y 

secretarios en competencias digitales y éticas, y preocupaciones latentes sobre la 

protección de los datos personales contenidos en los sistemas judiciales y la posibilidad 

de sesgos discriminatorios. La conclusión general subraya que la innovación no puede 

preceder a la gobernanza, y aboga por la creación de principios éticos comunes y guías 

de implementación responsable. Este informe es fundamental para la investigación 

panameña porque la sitúa en un contexto regional compartido. Demuestra que los retos 

que enfrenta el Órgano Judicial de Panamá (sobrecarga procesal, necesidad de 

capacitación, riesgos de datos) no son excepcionales, sino parte de un patrón 

iberoamericano. Esto permite que las propuestas de esta tesis, como los protocolos de 

capacitación y las auditorías de algoritmos, se formulen con conciencia de experiencias 

comparadas y puedan aspirar a una armonización regional. 

 

A nivel nacional, una contribución académica pionera y específica es la tesis de 

maestría “Inteligencia Artificial en el Contexto Judicial Panameño”, presentada por Irvis 

Kelvin Santander Cedeño en la Universidad de Panamá en 2025 y disponible en su 

repositorio institucional. Este trabajo representa un esfuerzo temprano por escudriñar el 

entramado legal local frente a la disrupción de la IA. Su metodología es cualitativa y de 

análisis dogmático, combinando una revisión crítica de la Ley 81 de 2019 sobre 

Protección de Datos Personales con entrevistas semi-estructuradas a actores clave del 

sector jurídico y tecnológico nacional. El núcleo de su análisis reside en poner a prueba 

la solidez del marco de protección de datos frente a los usos judiciales de la IA.  

 

Los hallazgos son concluyentes y alarmantes: la Ley 81, pese a su modernidad, 

fue concebida sin prever los riesgos propios del procesamiento automatizado masivo y 

la toma de decisiones algorítmicas. Identifica vacíos críticos, como la falta de regulación 

expresa sobre la elaboración de perfiles con efectos jurídicos, la opacidad en las 
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transferencias de datos sensibles a sistemas de IA, y las dificultades prácticas para 

ejercer los derechos de acceso, rectificación y oposición frente a algoritmos complejos. 

La tesis concluye que existe un desfase normativo que deja en situación de 

vulnerabilidad a los justiciables. Este antecedente es el más directo y crucial para el 

presente estudio, ya que constituye el primer diagnóstico formal del problema en el 

derecho panameño. La investigación propuesta pretende, en cierta forma, profundizar y 

especializar el camino abierto por Santander Cedeño, llevando el análisis desde un 

contexto judicial general hacia el ámbito específico y procedimentalmente rico de la 

justicia civil, e integrando de manera más explícita la variable del debido proceso junto a 

la protección de datos. 

 

Desde una perspectiva normativa comparada en América Latina, el artículo 

“Regulación de la IA en el proceso judicial”, de Yadira Pérez-Pacheco, publicado en la 

Revista de Estudios Jurídicos en 2025, proporciona un análisis agudo de las tendencias 

legislativas en la región. Su enfoque metodológico es de derecho comparado y análisis 

doctrinal, examinando proyectos de ley en discusión en países como Chile, Colombia, 

Brasil y México, así como los principios rectores de organismos internacionales. El 

estudio identifica un consenso emergente en torno a la necesidad de incorporar en la 

legislación principios como la transparencia, la auditoría periódica de los sistemas, la no 

discriminación, la responsabilidad por los daños causados y, de manera preponderante, 

el principio de supervisión humana final.  

 

Los resultados indican que los marcos más robustos no prohíben la IA, sino que 

la condicionan a servir como un instrumento de apoyo a la labor jurisdiccional, 

manteniendo siempre la potestad de decisión última en el juez. La autora concluye que 

el éxito de cualquier regulación dependerá de su capacidad para ser operativa y exigible, 

y no meramente declarativa. Este artículo es una fuente invaluable de soluciones 

normativas para la tesis. Ofrece un catálogo de buenas prácticas y mecanismos 

regulatorios (como las auditorías obligatorias o la exigencia de informes de impacto) que 
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pueden ser adaptados y propuestos para el caso panameño, informando directamente 

los objetivos específicos relacionados con la garantía de transparencia y la prevención 

de sesgos. 

 

Finalmente, como antecedente normativo interno de carácter institucional y de 

aplicación inmediata, debe considerarse el Acuerdo No. 816 de 18 de noviembre de 2025 

del Órgano Judicial de Panamá, mediante el cual se aprueba el protocolo para el uso de 

tecnologías de la información, comunicación e inteligencia artificial en la institución. Este 

documento, publicado en la Gaceta Oficial Digital, es la respuesta concreta del máximo 

órgano judicial del país para establecer una gobernanza interna preliminar. Estipula 

principios rectores como la responsabilidad, la transparencia, la trazabilidad de las 

operaciones, la seguridad de la información, la confidencialidad y el respeto a los 

derechos fundamentales.  

 

Si bien su alcance es principalmente administrativo y organizativo, y no profundiza 

en las complejidades de la motivación de sentencias o la gestión de la prueba en un 

proceso civil automatizado, su valor como antecedente es innegable. Representa el 

primer reconocimiento formal y normativo de la problemática por parte de la institución 

clave. Para esta investigación, el Acuerdo 816/2025 sirve como un anclaje en la realidad 

institucional panameña. No solo demuestra que el tema está en la agenda, sino que 

también establece un piso mínimo de principios con los que cualquier propuesta posterior 

debe dialogar y, en lo posible, enriquecer y especificar para el ámbito procesal civil. 

 

La revisión pormenorizada de estos cinco trabajos revela un panorama intelectual 

coherente y multicapa. Desde la advertencia teórica global de Garrett sobre los riesgos 

para el debido proceso, pasando por el diagnóstico regional de la Cumbre Judicial 

Iberoamericana que contextualiza los desafíos prácticos, hasta la identificación del vacío 

legal nacional por Santander Cedeño, se construye un argumento acumulativo a favor 
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de la urgencia de la investigación. Los aportes de Pérez-Pacheco ofrecen el arsenal de 

soluciones normativas comparadas, mientras que el Acuerdo 816 del Órgano Judicial 

panameño representa el punto de partida institucional local. La presente tesis se concibe, 

por tanto, como un ejercicio de síntesis creativa y profundización analítica.  

 

Su aporte distintivo reside en integrar de manera orgánica el análisis del debido 

proceso (con toda su carga garantista) con el régimen específico de protección de datos 

personales establecido en la Ley 81 de 2019, aplicando este análisis integrado al campo 

concreto de la justicia civil regulada por el nuevo Código Procesal. El objetivo último es 

traducir los principios generales identificados en estos antecedentes (transparencia, 

control humano, no discriminación, seguridad de los datos) en propuestas normativas y 

protocolos operativos concretos, viables y adaptados a la realidad jurídica panameña, 

para que la innovación tecnológica sirva genuinamente a la justicia y no la subvierta.  

 

Bases teóricas que sustentan la investigación 

El derecho fundamental a la protección de datos personales 

Este es un principio jurídico que reconoce la potestad de las personas sobre su 

información personal. Este derecho, lejos de ser una mera formalidad, constituye una 

garantía esencial de la autonomía individual y el libre desarrollo de la personalidad en la 

era digital. Su ejercicio implica la capacidad efectiva de controlar quién recopila los datos, 

con qué finalidad específica, por cuánto tiempo se conservan y a quién se transfieren, 

especialmente cuando el tratamiento lo realiza una autoridad pública como el órgano 

judicial. Tal como lo define con precisión la Real Academia Española (2020), este derecho 

faculta a la persona "para decidir cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, sea el 

Estado o un particular, o cuáles puede este tercero recabar, y que también permite al 

individuo saber quién posee esos datos personales y para qué, pudiendo oponerse a esa 

posesión o uso" (párr. 1), entendiendo así su gran relevancia en el tema estudiado. 



25 
 

Es así que, para la presente investigación, este concepto es absolutamente 

fundacional, ya que proporciona el marco axiológico y normativo contra el cual se medirá 

la implementación de sistemas de inteligencia artificial en la justicia civil panameña. El 

análisis del tratamiento automatizado de datos, conforme al primer objetivo específico, 

debe partir de evaluar si la lógica operativa de los algoritmos es compatible con principios 

derivados de este derecho, tales como la lealtad, la finalidad específica, la minimización 

de la información y la limitación del plazo de conservación. En un contexto judicial, donde 

se manejan datos sensibles relativos a la salud, las finanzas o la vida familiar de los 

justiciables, cualquier sistema de IA que procese expedientes debe estar intrínsecamente 

diseñado para respetar y facilitar este control ciudadano, so pena de convertir la 

eficiencia procesal en un vehículo de vigilancia masiva y despersonalización del trato 

judicial. 

 

La garantía del debido proceso 

Este es entendido como el conjunto de garantías tanto constitucionales como 

convencionales que aseguran a toda persona un juicio justo, público e imparcial, esto 

con un pleno respeto a sus derechos de defensa e igualmente contradicción. Pues más 

allá de ser solamente un formalismo procedimental, el debido proceso es la columna 

vertebral de un Estado de Derecho, pues este materializa la idea de justicia en la 

resolución de conflictos. La Real Academia Española (2021) lo conceptualiza como "el 

proceso judicial que debe entenderse como modelo paradigmático por contar con todas 

las garantías precisas para satisfacer el derecho fundamental de los litigantes o 

justiciables" (párr. 1). La investigación adopta este concepto clásico para, a partir de él, 

analizar su transformación y nuevos desafíos en el entorno de la automatización judicial, 

lo que algunos autores denominan el "debido proceso algorítmico".  

 

La tensión surge porque la IA, al introducirse en tareas como la priorización de 

casos, la investigación de jurisprudencia o incluso la sugerencia de resoluciones, puede 

socavar estas garantías de formas novedosas. Por ejemplo, un algoritmo opaco que 
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seleccione qué casos recibe atención prioritaria podría violar el principio de igualdad de 

armas; o un sistema de apoyo a la decisión que no permita comprender su lógica interna 

haría ilusorio el derecho de defensa. Por lo tanto, la investigación se sirve de este 

concepto para cumplir su segundo objetivo específico, identificando cómo características 

técnicas de la IA (como la falta de explicabilidad) se traducen en riesgos jurídicos 

concretos para garantías procesales como la imparcialidad del juzgador, la motivación 

suficiente de las sentencias y el derecho a recurrir de manera fundada, todo ello en el 

marco específico del proceso civil panameño. 

 

El sesgo algorítmico como amenaza a la igualdad 

Un riesgo teórico y práctico de primer orden que emerge de la confluencia de los 

dos conceptos anteriores es el sesgo algorítmico. Este término se refiere a la tendencia 

sistemática e injusta de un sistema de inteligencia artificial a generar resultados que 

favorecen o perjudican de manera desproporcionada a ciertos grupos de personas. Este 

fenómeno no surge de la nada; con frecuencia es el reflejo e incluso la amplificación de 

prejuicios, estereotipos o desigualdades estructurales presentes en los datos históricos 

con los que el algoritmo es entrenado. Tal como explica el análisis especializado de 

Saavedra Vera et al. (2023), "el sesgo algorítmico no solo refleja prejuicios en datos 

históricos, sino que también puede amplificar desigualdades en el sistema judicial" (p. 8), 

siendo este concepto completamente crucial para la investigación porque materializa de 

manera concreta y técnica una de las mayores amenazas a la justicia: la discriminación 

institucionalizada bajo una apariencia de neutralidad matemática. 

 

En el ámbito de la justicia civil panameña, un sistema predictivo podría, por 

ejemplo, perpetuar inequidades si al recomendar sentencias basadas en jurisprudencia 

pasada, replica patrones en los que ciertos grupos (como mujeres, minorías étnicas o 

personas de bajos recursos) hayan tenido históricamente menos éxito en sus 

pretensiones. La identificación de este riesgo, como parte del segundo objetivo 

específico, obliga a ir más allá de un análisis superficial de la IA y a cuestionar la calidad, 
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representatividad y justicia intrínseca de los datos que alimentan el sistema judicial 

digital, conectando así la técnica con los principios constitucionales de igualdad y no 

discriminación. 

 

Transparencia y explicabilidad algorítmica 

Para detectar, así como también prevenir y además mitigar el sesgo algorítmico e 

igual, en general, para lograr salvaguardar el debido proceso, se hace completamente 

indispensable el principio de transparencia y explicabilidad algorítmica. De esta forma, 

este concepto binario distingue entre solamente la disponibilidad de información sobre 

un sistema (transparencia) e igualmente la capacidad real de llegar comprender cómo 

ese sistema llega tanto a una decisión como a una recomendación específica 

(explicabilidad), por lo que la transparencia puede referirse al acceso a los códigos 

fuente, los conjuntos de datos de entrenamiento o los documentos de diseño; y la 

explicabilidad, en cambio, se refiere más a la posibilidad de que un juez, un abogado o 

incluso una parte sin conocimientos técnicos pueda lograr entender la lógica que llevó a 

un resultado en concreto. Como advierte Valdés (2025), existe un riesgo real de que "la 

automatización sin supervisión humana" reemplace el principio de transparencia, base 

de la legitimidad judicial, por una peligrosa "opacidad algorítmica" (párr. 3), por lo que 

este concepto es el soporte teórico directo para el tercer objetivo específico de la 

investigación: proponer mecanismos de garantía.  

 

La transparencia y explicabilidad no son solo buenas prácticas éticas; son 

condiciones técnicas sine qua non para que los derechos de las partes (a defenderse, a 

impugnar) sean efectivos. Sin ellas, la auditoría de los sistemas por órganos 

independientes sería imposible, y la supervisión humana que exige el artículo 172 del 

Código Procesal Civil panameño se convertiría en un mero acto de fe. Por lo tanto, la 

investigación debe explorar y proponer marcos concretos (como el uso de modelos 

explicables por diseño, la generación obligatoria de informes de impacto o la 
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implementación de "declaraciones de transparencia" para cada sistema) que 

materialicen este principio abstracto en el quehacer cotidiano de los tribunales. 

 

La gobernanza algorítmica 

Este término se refiere al conjunto de principios, normas, estructuras, procesos y 

mecanismos de supervisión que una sociedad establece para asegurar que el desarrollo, 

despliegue y uso de los sistemas de inteligencia artificial, especialmente por parte del 

Estado, sean responsables, éticos y respetuosos con los derechos fundamentales. No 

se trata solo de promulgar una ley, sino de crear un ecosistema completo que incluye 

evaluación de impacto, auditorías periódicas, estándares de certificación, vías de recurso 

y órganos de vigilancia. Un ejemplo jurisprudencial paradigmático de esta exigencia se 

encuentra en una sentencia pionera del Tribunal Supremo de España, que consagró 

como explica Rey (2026) que "las decisiones automatizadas deben ser transparentes, 

auditables y comprensibles, para garantizar la igualdad de trato y la tutela judicial 

efectiva" (p. 11), entendiendo así que este fallo sintetiza la aspiración de la gobernanza 

algorítmica en el ámbito judicial. 

 

Para el caso de Panamá, este concepto es la clave para cerrar el círculo analítico 

y ofrecer propuestas concretas. El artículo 172 del Código Procesal Civil autoriza el uso 

de IA, pero lo sujeta a condiciones como garantizar la inmediación del juez y favorecer 

la transparencia. La investigación, al adoptar el marco de la gobernanza algorítmica, 

puede proponer cómo debe institucionalizarse el cumplimiento de esas condiciones: 

sugiriendo, por ejemplo, la creación de una unidad de supervisión técnica dentro del 

Órgano Judicial, protocolos obligatorios de prueba antes de la implementación de 

cualquier sistema, y la formación especializada de jueces y funcionarios. Así, la 

gobernanza se convierte en el puente teórico y práctico que permite armonizar la 

innovación tecnológica con la preservación irrenunciable de un sistema de justicia justo, 

equitativo y legítimo.   
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Variables 

La presente investigación, que es de naturaleza cualitativa y también analítico-

descriptiva, se centra tanto en identificar y como examinar relaciones entre conceptos 

jurídicos fundamentales, por lo que las "variables" se entienden como los constructos o 

fenómenos clave que serán objeto de análisis, estos desglosados en sus dimensiones 

esenciales para poder facilitar tanto su observación como evaluación sistemática. 

 

Variable Principal: Desafíos Jurídicos de la Implementación de la Inteligencia 

Artificial en el Sistema de Justicia Civil Panameño. 

 

Variables Específicas: 

• Debido Proceso. 

• Protección de Datos Personales conforme a la Ley 81 de 2019. 

 

Definición conceptual de las variables 

La definición conceptual establece el significado teórico y abstracto de cada 

variable, anclándola en marcos doctrinales y normativos reconocidos. 

 

Variable: Debido Proceso 

Desde una perspectiva jurídica, el debido proceso es la garantía tanto 

constitucional como convencional que asegura a toda persona un juicio justo, también 

imparcial y además equitativo. Es así que este concepto engloba un conjunto de 

principios e igualmente derechos procedimentales diseñados para poder proteger a los 

justiciables frente al poder estatal, se fundamenta en la idea de que cualquier decisión 

que afecte derechos, libertades o incluso propiedades debe ser el resultado de un 
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procedimiento preestablecido, conocido y además respetuoso de las posibilidades de 

defensa. 

 

Pues tal como lo define la Real Academia Española, es "el proceso judicial que 

debe entenderse como modelo paradigmático por contar con todas las garantías precisas 

para satisfacer el derecho fundamental de los litigantes o justiciables" (párr. 1), donde en 

el contexto de esta investigación, el debido proceso se conceptualiza como el estándar 

jurídico contra el cual se contrasta la actividad de sistemas automatizados, evaluando su 

compatibilidad con las exigencias de un juicio justo en la era digital. 

 

Variable: Protección de Datos Personales (Ley 81 de 2019) 

Conceptualmente, la protección de datos personales es un derecho fundamental 

autónomo, el cual faculta a los individuos para lograr controlar el flujo de su información 

personal, donde además otorga a la persona la capacidad de poder decidir sobre la 

recolección, uso, almacenamiento, circulación e incluso supresión de sus datos por parte 

de terceros, esto especialmente de entidades públicas. La Ley 81 de 2019, que 

materializa este derecho en Panamá, lo define en su artículo 1 como la garantía a "toda 

persona natural el derecho a la protección de sus datos personales, a fin de que pueda 

ejercer el control sobre el uso que se haga de ellos" (Art. 1), por lo que para esta 

investigación, este concepto se entiende como el marco normativo específico que 

establece los principios, también condiciones y además límites (como lo son la lealtad, 

finalidad, proporcionalidad y seguridad) los cuales deben regir cualquier tratamiento de 

información personal, incluyendo aquel llevado a cabo por sistemas de inteligencia 

artificial en el ámbito judicial. 
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Definición operacional de las variables 

La definición operacional traduce los conceptos abstractos en dimensiones 

observables y analizables, facilitando la evaluación concreta dentro del sistema de 

justicia civil panameño. 

 

Variable: Debido Proceso 

Esta variable se operacionaliza mediante el análisis de contenido documental de 

fuentes primarias y secundarias, con el fin de identificar cómo la automatización judicial 

puede afectar sus tres dimensiones críticas: 

• Imparcialidad e Igualdad de Armas: Se identifica y caracteriza el riesgo de sesgo 

algorítmico en los sistemas de IA a partir del examen de doctrina, informes 

técnicos y normativa. El análisis se orienta a determinar si herramientas de 

predicción, priorización de casos o análisis de pruebas podrían generar 

resultados discriminatorios. Se examinan evidencias documentales que ilustren 

cómo “el sesgo algorítmico no solo refleja prejuicios en datos históricos, sino que 

también puede amplificar desigualdades en el sistema judicial” (Saavedra Vera et 

al., 2023, p. 84), vulnerando la igualdad ante la ley. 

• Derecho de Defensa y Contradicción: Se examina el principio de transparencia y 

explicabilidad a partir del análisis de la normativa aplicable, la doctrina 

especializada y los protocolos institucionales. Se busca establecer si las 

decisiones o recomendaciones generadas por la IA son susceptibles de ser 

comprendidas por jueces y partes, permitiendo su debate e impugnación fundada. 

Se contrasta con la advertencia de que la “automatización sin supervisión 

humana” puede reemplazar la transparencia por una “opacidad algorítmica” 

(Cerrillo, 2025), haciendo ilusorio el derecho a defenderse. 

• Supervisión y Control Judicial Efectivo: Se valora el cumplimiento del mandato 

del artículo 172 del Código Procesal Civil, que exige que las herramientas de IA 

“no reemplazarán el razonamiento humano del juez”. Mediante el análisis del 
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Acuerdo 816 de 2025 y otros documentos institucionales, se identifica si los 

sistemas previstos garantizan una intervención humana significativa, responsable 

y final en la cadena de decisión, más allá de una mera validación formal. 

Variable: Protección de Datos Personales (Ley 81 de 2019) 

Esta variable se operacionaliza mediante la verificación documental del 

cumplimiento de los principios esenciales de la Ley 81 en el contexto del tratamiento 

automatizado judicial, a partir del análisis de la propia ley, su reglamentación, la doctrina 

y los informes de organismos de control: 

• Principio de Finalidad y Lealtad: Se analiza si los datos personales contenidos en 

expedientes judiciales son tratados por sistemas de IA exclusivamente para los 

fines procesales específicos y legítimos para los que fueron recabados, o si existe 

evidencia documental de riesgos de desviación de finalidad o uso en perfiles no 

autorizados. 

• Principio de Minimización y Proporcionalidad: Se evalúa, a partir de las fuentes 

documentales, si los sistemas de IA acceden y procesan únicamente los datos 

personales que sean adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario (Ley 81, 

2019, Art. 5) para la función automatizada concreta (ej., clasificación de un 

escrito), evitando así el procesamiento masivo e indiscriminado de expedientes 

completos. 

• Ejercicio Efectivo de Derechos ARCO: Se investiga la viabilidad práctica de que 

los ciudadanos ejerzan sus derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y 

Oposición frente a decisiones o tratamientos realizados por sistemas algorítmicos 

complejos, a partir del análisis de la normativa, la doctrina y los protocolos 

institucionales, determinando si existen procedimientos claros y accesibles para 

ello. 

• Principio de Seguridad y Confidencialidad: Se examinan, mediante el análisis 

documental de las disposiciones aplicables y los informes técnicos disponibles, 

las medidas técnicas y organizativas exigidas para proteger los datos sensibles 

del proceso judicial frente a accesos no autorizados, pérdidas o filtraciones, 

considerando los riesgos amplificados en entornos digitales interconectados. 
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Mapa de Variable (s) 

Cuadro 1. Mapa de Variables 

Variable Dimensión Indicador Técnica de 

Recolección 

Instrumento 

V1: Debido 

Proceso (Def. 

Conceptual: 

Garantía 

constitucional 

de un juicio 

justo, 

imparcial y 

con plenas 

oportunidades 

de defensa) 

1.1 Imparcialidad e Igualdad 

de Armas (Ausencia de 

discriminación y trato 

equitativo entre las partes) 

- Identificación de 

riesgos de sesgo 

algorítmico en la 

priorización, 

análisis o 

sugerencia de 

resoluciones. 

- Caracterización 

de la 

transparencia en 

los criterios 

automatizados 

que afectan a las 

partes. 

Análisis 

Documental: 

Examen de 

jurisprudencia, 

informes 

técnicos sobre 

IA y literatura 

especializada 

sobre sesgos 

algorítmicos en 

justicia. 

Análisis de 

Contenido: 

Revisión de 

protocolos 

internos del 

Órgano Judicial 

sobre el uso de 

IA. 

- Ficha de 

análisis 

jurisprudencial 

y doctrinal. 

- Matriz para la 

identificación 

de criterios y 

riesgos en 

documentos 

institucionales. 

 
1.2 Derecho de Defensa y 

Contradicción (Capacidad 

efectiva de las partes para 

conocer, debatir e impugnar 

las decisiones) 

- Caracterización 

del grado de 

explicabilidad de 

las decisiones o 

recomendaciones 

generadas por 

sistemas de IA. 

- Identificación de 

canales y 

procedimientos 

para impugnar 

Análisis 

Normativo: 

Estudio del 

Código Procesal 

Civil (Ley 402 de 

2023) y la Ley 

81 de 2019. 

- Guía de 

análisis 

normativo 

comparado. 
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actos procesales 

automatizados. 

 
1.3 Control y Supervisión 

Judicial 

Efectiva (Preeminencia de la 

decisión humana, 

responsable y final) 

- Identificación del 

nivel de 

intervención 

humana 

significativa 

requerida antes 

de adoptar una 

decisión con 

impacto en 

derechos. 

- Identificación de 

mecanismos de 

auditoría y 

rendición de 

cuentas sobre el 

funcionamiento 

de los sistemas. 

Análisis 

Documental: 

Revisión del 

Acuerdo 816 de 

2025 del Órgano 

Judicial y 

manuales de 

procedimiento. 

- Ficha de 

registro de 

disposiciones 

sobre 

supervisión 

humana. 

V2: Protección 

de Datos 

Personales 

(Ley 

81/2019) (Def. 

Conceptual: 

Derecho 

fundamental 

al control 

sobre la 

información 

personal) 

2.1 Licitud, Lealtad y 

Finalidad (Tratamiento de 

datos con base legal, 

transparencia y para un 

propósito específico) 

- Análisis de la 

adecuación entre 

la finalidad 

declarada del 

sistema de IA y el 

tratamiento de 

datos realizado. 

- Identificación de 

cláusulas 

informativas 

válidas para el 

tratamiento en 

sede judicial. 

Análisis 

Normativo y 

Comparado: 

Estudio en 

profundidad de 

la Ley 81 de 

2019 y su 

articulación con 

el Código 

Procesal. 

Análisis de 

Contenido: 

Revisión de 

contratos o 

Términos de 

Servicio de 

proveedores de 

- Matriz de 

cotejo de 

principios 

legales vs. 

funcionalidades 

tecnológicas. 

- Ficha de 

análisis 

documental de 

instrumentos 

contractuales 

disponibles. 
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tecnología 

judicial (cuando 

sean públicos). 

 
2.2 Minimización y 

Proporcionalidad (Limitación 

del tratamiento a lo 

estrictamente necesario) 

- Caracterización 

del alcance y tipo 

de datos 

personales a los 

que accede el 

sistema de IA (ej., 

solo metadatos 

vs. contenido 

sensible 

completo). 

- Identificación de 

implementación 

de técnicas de 

privacidad desde 

el diseño (privacy 

by design) a partir 

de documentos 

disponibles. 

Análisis de 

Arquitectura 

Técnica 

(Documental): 

Revisión de 

especificaciones 

técnicas 

públicas o 

informes de 

impacto 

disponibles. 

- Lista de 

verificación de 

principios de 

minimización. 

 
2.3 Ejercicio de Derechos 

(ARCO) y 

Seguridad (Canales 

efectivos para el acceso, 

rectificación, oposición y 

garantía de integridad de los 

datos) 

- Identificación de 

procedimientos 

ágiles para que 

los justiciables 

ejerzan sus 

derechos ARCO 

frente a 

decisiones 

automatizadas. 

- Identificación de 

medidas de 

seguridad 

técnicas y 

organizativas 

descritas para 

Análisis de 

Procedimientos: 

Revisión de 

manuales de 

atención al 

ciudadano y 

protocolos de 

ciberseguridad 

institucionales. 

- Guía de 

análisis de 

procedimientos 

administrativos. 
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proteger los datos 

judiciales. 

 

Fuente: Elaboración Propia (2026) 
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Glosario de términos 

Inteligencia Artificial (IA) 

Según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE, 

2024), la inteligencia artificial es "una rama de las ciencias computacionales focalizada 

en el estudio de modelos capaces de solucionar problemas... basados en dos 

características fundamentales: el razonamiento y la conducta" (p. 9), con el propósito de 

poder simular la inteligencia humana en computadoras siendo así un campo tecnológico 

el cual busca lograr dotar a las máquinas de capacidades cognitivas que sean similares 

a las humanas, como lo pueden ser por ejemplo el razonamiento e igualmente la 

capacidad de tomar una decisión, para así llegar a resolver tareas que sean complejas 

de una forma autónoma o en dado caso semi-autónoma. 

 

Aprendizaje Automático (Machine Learning) 

Según la Comisión Europea (2019), el aprendizaje automático "es un subconjunto 

de inteligencia artificial que le permite a una máquina o un sistema aprender y mejorar 

de forma automática a partir de la experiencia" (p. 11), esto mediante ciertos algoritmos 

los cuales analizan datos al ser una técnica central que puede permitir a los sistemas de 

IA poder desarrollar ciertas capacidades sin ser programados de forma explícita para 

cada tarea, mejorando así totalmente su desempeño a medida que procesan más 

información, lo cual es completamente importante para aplicaciones predictivas en el 

sistema de justicia.  

 

Aprendizaje Profundo (Deep Learning) 

Según Goodfellow, Bengio y Courville (2016), es un "subcampo del [aprendizaje 

automático] basado en redes neuronales profundas que procesan grandes volúmenes 

de datos y reconocen patrones complejos" (párr. 15), siendo así una arquitectura de IA 

mucho más especializada y además poderosa, con la capacidad de poder identificar 
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ciertos patrones sumamente intrincados en datos como lo son los textos, incluso 

imágenes o también audio, pero que a menudo opera como una cierta "caja negra" 

debido a la gran complejidad de cada uno de sus procesos internos.  

 

Procesamiento de Lenguaje Natural (NLP) 

Según el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA, 2025), es la "rama 

que enseña a las máquinas a entender, interpretar y generar lenguaje humano" (p. 45), 

lo que comprende que son las tecnologías que permiten a las computadoras interactuar 

con el lenguaje escrito o hablado de las personas, siendo esta la base para herramientas 

que analizan sentencias, incluso resumen expedientes o hasta permiten búsquedas 

inteligentes en grandes volúmenes de documentos legales. 

 

Modelo de Lenguaje Grande (LLM) 

Según la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD, 2024), estos modelos 

"son modelos de IA entrenados con grandes cantidades de datos de texto. Su función 

principal es comprender, generar y procesar lenguaje humano" (p. 7), entendiendo así 

que son sistemas de IA de última generación, entrenados con corpus textuales masivos, 

que exhiben una capacidad sofisticada para tareas como la redacción, traducción, 

síntesis de información y respuesta a consultas complejas, aunque con riesgos 

inherentes como la generación de información falsa.  

 

Sesgo Algorítmico (Algorithmic Bias) 

Según la UNESCO (2021), es la "distorsión en los resultados de un modelo 

causada por datos o decisiones de diseño no equilibradas" (p. 24), de lo que se puede 

entender que ocurre cuando un sistema de IA produce resultados sistemáticamente 

injustos, erróneos o discriminatorios hacia ciertos individuos o grupos, usualmente 

porque los datos históricos con los que fue entrenado reflejan prejuicios sociales 
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existentes, representando un riesgo crítico para la equidad en la administración de 

justicia. 

 

IA Explicable (Explainable AI - XAI) 

Según el Comité Europeo de Protección de Datos (EDPB, 2022), la IA Explicable 

"involucra técnicas que hacen que los resultados y el razonamiento de los sistemas de 

IA sean comprensibles e interpretables para los humanos" (p. 12), siendo así un campo 

de estudio y desarrollo cuyo objetivo es contrarrestar la opacidad de la "caja negra", 

creando mecanismos que permitan a los usuarios finales (como jueces o abogados) 

comprender la lógica detrás de una recomendación o decisión algorítmica, siendo así un 

pilar para la transparencia y el debido proceso. 

 

Caja Negra (Black Box) 

Según la UNESCO (2020), "la opacidad de los sistemas de IA puede ir en contra 

de los principios de la justicia abierta, el debido proceso y el estado de derecho" (párr. 

4), lo cual describe la característica de ciertos sistemas de IA (como lo es especialmente 

del aprendizaje profundo) cuyos procesos internos de transformación de la entrada en 

una salida realmente complejos, incluso inaccesibles o hasta ininteligibles para las 

personas que se encargan de realizar el desarrollo de los mismos, lo cual genera un 

cierto grave déficit tanto de transparencia como de responsabilidad.  
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Transparencia Algorítmica 

Según la UNESCO (2020), "la opacidad de la IA compromete principios 

fundamentales de justicia" (párr. 3), entendiendo así que la transparencia algorítmica es 

el principio ético e igualmente de gobernanza el cual exige que los factores, como lo son 

los datos, igual la lógica y también ciertos criterios los cuales influyen en las decisiones 

automatizadas sean completamente accesibles, igualmente auditables y hasta 

comprensibles para todas las personas que las usan, regulan o hasta se ven afectadas 

por ellas, garantizando así la posibilidad de escrutinio y además de control. 

 

Datos de Entrenamiento (Training Data) 

Según la Comisión Europea (2021), en el aprendizaje automático, los sistemas 

"pueden aprender de los datos, reconocer patrones y tendencias y tomar decisiones con 

poca participación humana" (p. 31), por lo que los datos de entrenamiento son el conjunto 

masivo y estructurado de ejemplos (información, casos, textos) que se utiliza para 

"alimentar" y ajustar los parámetros de un modelo de IA durante su fase de desarrollo, 

determinando en gran medida su comportamiento, precisión y potenciales sesgos 

futuros.  

 

Automatización Robótica de Procesos (RPA) 

Según el Instituto Europeo de Normas de Telecomunicaciones (ETSI, 2022), es 

una tecnología que "emplea robots de software, o 'bots', para automatizar tareas digitales 

que suelen realizar los humanos" (p. 8), especializada en actividades repetitivas y 

basadas en reglas claras. De lo que se puede entender que la RPA se centra en imitar 

acciones humanas sencillas en interfaces digitales, como transferir datos entre sistemas 

o llenar formularios, siendo muy útil para optimizar tareas administrativas judiciales, pero 

sin incorporar capacidades cognitivas o de toma de decisiones complejas.  
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Alucinación (en IA) 

Según Ji et al. (2023), una alucinación es una "respuesta errónea o inventada 

generada por un modelo de IA que parece plausible pero no es verídica" (p. 2), de lo que 

se puede entender que es un fenómeno por el cual un sistema de IA, particularmente los 

modelos generativos de lenguaje, produce información falsa, distorsionada o 

completamente ficticia pero presentada con alto grado de confianza y coherencia 

superficial, representando un serio riesgo de desinformación si no es sometida a una 

verificación humana rigurosa. 

 

IA Generativa (Generative AI) 

Según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD, 

2023), es "una rama de la inteligencia artificial que se enfoca en la generación de 

contenido (imágenes, sonidos, textos, etcétera) a partir de instrucciones declaradas por 

el usuario" (p. 5), abarca sistemas capaces de crear contenido nuevo y original, en lugar 

de limitarse a analizar o clasificar información existente, lo que en el ámbito legal abre 

posibilidades como la redacción asistida de documentos, aunque exige cautela ante 

posibles errores o invenciones. 

 

Toma de Decisiones Automatizada (ADM) 

Según el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD, art. 22), se refiere 

a "sistemas que toman decisiones con mínima intervención humana, basándose en 

algoritmos y datos" (Art. 22), siendo el proceso por el cual un sistema tecnológico evalúa 

datos sobre una persona mediante lógica preprogramada o algorítmica y llega a un 

resultado o conclusión que produce efectos jurídicos o similares para ella, siendo un área 

de especial sensibilidad que requiere salvaguardas para preservar la supervisión y 

responsabilidad humana final. 
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Gobernanza de la IA (AI Governance) 

Según UNESCO (2021), la gobernanza de la IA "se refiere a los marcos, políticas 

y regulaciones implementados para guiar el desarrollo y uso de la IA de manera que se 

alinee con los valores sociales y los requisitos legales" (p. 37), siendo el conjunto integral 

de normas, estándares, estructuras de supervisión y mecanismos de cumplimiento que 

una sociedad establece para gestionar los riesgos y maximizar los beneficios de la IA, 

asegurando su desarrollo ético, seguro y respetuoso con los derechos fundamentales. 
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Tipo y diseño de la investigación 

Esta investigación se enmarca dentro de un enfoque cualitativo, el cual, según 

Hernández-Sampieri y Mendoza (2018), se centra en “comprender y profundizar los 

fenómenos, explorándolos desde la perspectiva de los participantes en un ambiente 

natural y en relación con el contexto” (p. 8). Este enfoque resulta idóneo porque el 

objetivo no es medir variables cuantificables, sino analizar en profundidad la naturaleza 

compleja de un fenómeno jurídico-normativo emergente como es la implementación de 

sistemas de inteligencia artificial en la justicia civil panameña. Se trata, entonces, de 

interpretar marcos legales, identificar riesgos conceptuales y formular propuestas 

normativas a partir del análisis dogmático y de la literatura especializada, sin que medien 

técnicas empíricas de recolección de información como entrevistas o encuestas. 

 

En cuanto al diseño, se adopta uno no experimental, transversal y de carácter 

analítico-documental. Es no experimental porque no se manipulan variables; el fenómeno 

se observa y analiza en su estado natural, a través de los documentos que lo regulan y 

lo explican. Es transversal porque el estudio se sitúa en un momento específico del 

tiempo: el presente normativo inaugurado por la entrada en vigor del Código Procesal 

Civil (Ley 402 de 2023) y el Acuerdo 816 de 2025 del Órgano Judicial, tomando como 

referencia el marco vigente de protección de datos personales (Ley 81 de 2019). 

 

Su carácter es primordialmente analítico-documental, ya que como lo explica Arias 

(2012), este tipo de diseño “se basa en la obtención y análisis de datos provenientes de 

materiales impresos o de algún tipo de documentos” (p. 30), es así que las fuentes que 

sustentan el trabajo son, por tanto, exclusivamente documentales, las cuales son las 

normas de rango constitucional, legal y reglamentario; igualmente la doctrina nacional y 

comparada; también informes institucionales de organismos como el Centro de Estudios 

de Justicia de las Américas (CEJA) o la Cumbre Judicial Iberoamericana; incluso tesis 

académicas; y además artículos especializados en revistas arbitradas. Esta selección 
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permite poder tener una exploración mucho más exhaustiva e igualmente crítica de todas 

las fuentes primarias y secundarias necesarias para lograr cumplir cada uno de los 

objetivos planteados, esto sin recurrir a trabajo de campo ni tampoco a técnicas de 

recolección de datos empíricas. Por lo que la validez de todos los hallazgos no descansa 

solo en la representatividad estadística de una muestra, sino en realidad la profundidad 

del análisis hermenéutico y también en la saturación teórica alcanzada mediante la 

triangulación de las fuentes seleccionadas. 

Población y muestra 

En una investigación de naturaleza tanto cualitativa como documental como lo es 

la presente, el concepto de “población” se adapta a la lógica del análisis de fuentes, pues 

no se refiere a un conjunto de personas, sino al universo de unidades de información o 

documentos relevantes para el estudio. Por lo que, desde esta perspectiva, se compone 

de dos grandes conjuntos: 

 

1. Documentos normativos y jurisprudenciales: la Constitución Política de Panamá, 

la Ley 81 de 2019 (Protección de Datos Personales), la Ley 402 de 2023 (Código 

Procesal Civil), los acuerdos del Órgano Judicial (en particular el Acuerdo 816 de 

2025), jurisprudencia nacional e internacional relevante, así como igualmente 

principios rectores de organismos la UNESCO o también la OCDE. 

2. Fuentes académicas y de expertos: libros, artículos científicos, tesis e informes 

técnicos que abordan la ética de la inteligencia artificial, la gobernanza algorítmica, 

el debido proceso digital y la protección de datos en el ámbito judicial, esto con 

preferencia por publicaciones posteriores a 2020. 

 

Dada la especificidad del tema e igualmente la necesidad de alcanzar una 

profundidad analítica, por lo que se empleó un muestreo intencional por criterio, siendo 

este característico de los estudios cualitativos, consiste en seleccionar ciertos 

documentos los cuales sean ricos en información y además que cumplan con criterios 
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predeterminados, considerados completamente clave para lograr la comprensión del 

fenómeno. Los criterios de selección aplicados fueron: 

 

1. Pertinencia temática directa: se incluyeron aquellos documentos que abordan de 

manera central o incluso sustancial la relación entre inteligencia artificial, debido 

proceso o igual protección de datos en el ámbito judicial. 

2. Actualidad: se priorizaron fuentes publicadas a partir de 2020, con especial 

énfasis en la normativa panameña más reciente (Código Procesal Civil 2023, 

Acuerdo 816 de 2025). 

3. Autoridad de la fuente: se privilegiaron publicaciones académicas arbitradas 

(revistas indexadas en Scopus, Web of Science, SciELO, Redalyc), documentos 

oficiales de instituciones públicas u organismos internacionales (UNESCO, 

OCDE, CEJA) y tesis de posgrado de universidades reconocidas. 

4. Diversidad de perspectivas: se buscó incluir tanto doctrina nacional como 

comparada, así como posturas que reflejaran distintos enfoques (desde visiones 

centradas en la eficiencia hasta aquellas más cautelosas respecto de los 

derechos fundamentales). 

 

La búsqueda de fuentes se realizó en bases de datos académicas (Scopus, Web 

of Science, SciELO, Redalyc, Dialnet), repositorios institucionales de universidades 

panameñas (Universidad de Panamá, Universidad Latina) y extranjeras, así como en los 

portales oficiales del Órgano Judicial de Panamá, la Asamblea Nacional y organismos 

internacionales. Las combinaciones de palabras clave utilizadas incluyeron términos 

como “inteligencia artificial”, “debido proceso”, “protección de datos”, “justicia civil”, 

“algoritmos”, “sesgo algorítmico” y “transparencia algorítmica”, en español e inglés, con 

el empleo de operadores booleanos para acotar los resultados. 
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No se realizó un cálculo muestral probabilístico, pues la lógica cualitativa no 

persigue la representatividad estadística, sino la saturación teórica: el punto en el cual la 

incorporación de nuevas fuentes deja de aportar información novedosa o de modificar 

las categorías analíticas construidas. En este estudio, la saturación se alcanzó tras el 

análisis exhaustivo de 45 fuentes, entre las que se cuentan normas primarias 

(constitucionales, legales, reglamentarias), informes institucionales, artículos 

académicos arbitrados, tesis de maestría y doctorado, y documentos de organismos 

internacionales. La relación completa de estas fuentes se encuentra en el apartado de 

referencias bibliográficas, y una síntesis de su clasificación se presenta en el Anexo 1. 

Este proceso de selección y análisis permitió identificar patrones recurrentes y consolidar 

las categorías analíticas que estructuran los capítulos cuarto y quinto, garantizando así 

la profundidad y el rigor exigidos para un estudio de estas características. 

 

Hipótesis 

La hipótesis en una investigación cualitativa se concibe como una proposición 

orientadora que guía el análisis, sin que ello implique su verificación mediante pruebas 

estadísticas. Arias (2012) la define como “una proposición afirmativa o negativa de 

carácter tentativo, que el investigador plantea con el objetivo de explicar un fenómeno, y 

que debe ser puesta a prueba para determinar su validez” (p. 72). En este estudio, dicha 

“prueba” se realiza mediante el análisis documental exhaustivo, la triangulación de 

fuentes y la obtención de saturación teórica, no a través de procedimientos cuantitativos. 

 

Para este estudio, y siguiendo la clasificación de Sierra Bravo (1991), se plantea 

una hipótesis de investigación principal, acompañada de sus correspondientes hipótesis 

nula y alternativa, adecuadas al enfoque cualitativo. 
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• Hipótesis de Investigación (H1): Se denomina también hipótesis de trabajo o 

sustantiva. Constituye una conjetura o predicción que orienta el proceso analítico. 

Sierra Bravo (1991) señala que es “la formulación que realiza el investigador a 

partir de la observación de la realidad y la revisión de la literatura, y que anticipa 

una relación entre las variables del estudio” (p. 155). 

o Formulación para este estudio: “La implementación de sistemas de 

inteligencia artificial en el sistema de justicia civil panameño, bajo el marco 

del artículo 172 del Código Procesal Civil, genera desafíos jurídicos 

específicos que tensionan y potencialmente vulneran las garantías del 

debido proceso y los principios de protección de datos personales 

establecidos en la Ley 81 de 2019, debido principalmente a la opacidad 

algorítmica, el riesgo de sesgo y la insuficiencia del marco normativo 

vigente para regular el tratamiento automatizado de datos judiciales.” 

o Modo de contrastación: esta hipótesis se considera confirmada si el análisis 

documental revela tensiones normativas consistentes, riesgos sistémicos 

recurrentes y vacíos regulatorios en las fuentes examinadas, alcanzando 

un nivel de saturación teórica que permita sustentar las conclusiones. 

• Hipótesis Nula (H0): Es la contrapartida de la hipótesis de investigación. Postula 

la ausencia de relación o de afectación significativa entre la implementación de IA 

y las garantías jurídicas analizadas. Su función, en el marco cualitativo, es ofrecer 

un contraste analítico que permita valorar la consistencia de los hallazgos. 

o Formulación para este estudio: “La implementación de sistemas de 

inteligencia artificial en el sistema de justicia civil panameño no genera 

desafíos jurídicos significativos que tensionen las garantías del debido 

proceso ni los principios de protección de datos personales de la Ley 81 de 

2019, siendo el marco normativo actual suficiente y compatible con la 

automatización judicial.” 

o Modo de contrastación: esta hipótesis se consideraría plausible si las 

fuentes documentales analizadas no evidenciaran tensiones normativas, 

riesgos recurrentes o vacíos regulatorios, o si la doctrina y los informes 
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institucionales mostraran un consenso mayoritario en torno a la suficiencia 

del marco existente. 

• Hipótesis Alternativa (Ha): Representa una o varias posibilidades diferentes a las 

formuladas en la hipótesis de investigación y en la hipótesis nula. En un estudio 

cualitativo, permite explorar explicaciones alternativas que puedan emerger del 

análisis. 

o Formulación para este estudio: “Los desafíos jurídicos identificados en la 

implementación de la IA en la justicia civil panameña no se deben 

primariamente a la opacidad o al sesgo algorítmico, sino a otros factores 

predominantes como la falta de capacitación técnica de los operadores 

judiciales o deficiencias en la infraestructura tecnológica del sistema.” 

o Modo de contrastación: esta hipótesis se valorará a partir de la presencia 

en las fuentes de referencias a factores distintos a los señalados en H1, 

evaluando su recurrencia y la solidez de los argumentos que las sustentan. 

• Hipótesis Estadística: No aplica para este estudio. Como explica Sierra Bravo 

(1991), este tipo de hipótesis “expresa la hipótesis operacional en términos 

estadísticos y es propia de investigaciones cuantitativas que emplean análisis 

inferencial” (p. 158). Dada la naturaleza cualitativa, analítica y documental de la 

presente investigación, no se formulan hipótesis de este tipo. 

 

La validación de las hipótesis no se realiza mediante pruebas de significación 

estadística, sino a través del análisis de contenido, la triangulación de fuentes 

(normativas, doctrinales e institucionales) y la verificación de saturación teórica, cuyos 

resultados se exponen en el capítulo cuarto. 

 

Descripción del instrumento 

El instrumento principal para la recolección y sistematización de información es 

una Ficha de Análisis Documental diseñada ad hoc. Se trata de una herramienta 
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estructurada que permite extraer, registrar y clasificar la información clave de cada 

documento de la muestra de manera uniforme y analítica. Según Gómez (2011), los 

instrumentos en investigación documental “deben facilitar la organización de la 

información de acuerdo con los objetivos de la investigación” (p. 77). 

 

La ficha contendrá los siguientes campos: 

1. Identificación: código único asignado a cada fuente, autor, título, año, fuente de 

publicación y tipo de documento (ley, sentencia, artículo académico, informe 

institucional, tesis, etc.). 

2. Objetivo/Contenido Central: síntesis del propósito o tesis principal del documento. 

3. Análisis de Contenido: Espacio para registrar: 

• Categorías Predefinidas: citas y conceptos vinculados directamente con las 

variables de investigación. Estas categorías se definieron deductivamente 

a partir del marco teórico. Para la variable debido proceso, se establecieron 

como categorías iniciales la transparencia (explicabilidad, trazabilidad), el 

sesgo (discriminación algorítmica, equidad) y el control humano 

(supervisión judicial, intervención significativa). Para la variable protección 

de datos personales, se definieron como categorías predefinidas la 

finalidad (adecuación del uso), la minimización (limitación al dato 

necesario), los derechos ARCO (acceso, rectificación, cancelación, 

oposición) y la seguridad (medidas técnicas y organizativas). 

• Categorías emergentes: espacio destinado a registrar nuevos conceptos o 

dimensiones que surgieran inductivamente durante la lectura de las 

fuentes, permitiendo que el análisis se enriqueciera con hallazgos no 

previstos inicialmente. 

• Hallazgos Clave: interpretación sintética de cómo el documento aborda los 

desafíos jurídicos objeto de estudio. 

• Fortalezas y Debilidades: evaluación crítica de los argumentos, 

disposiciones normativas o evidencia empírica presentada en cada fuente. 
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4. Relación con Objetivos: explicitación de cómo la información contenida en el 

documento contribuye a uno o varios de los objetivos específicos de la 

investigación. 

5. Referencia APA: registro completo de la fuente conforme a las normas de la 

séptima edición del estilo APA, para su posterior inclusión en la bibliografía final. 

El proceso de análisis se estructuró en tres niveles. En primer lugar, se realizó una 

lectura exploratoria de las fuentes seleccionadas para identificar conceptos recurrentes 

y refinar las categorías predefinidas. En segundo lugar, se procedió a la codificación 

sistemática de cada documento: los fragmentos de texto relevantes fueron asignados a 

las categorías correspondientes mediante una matriz de codificación en formato digital, 

que permitió agrupar y comparar las evidencias provenientes de distintas fuentes. En 

tercer lugar, se llevó a cabo una triangulación entre los hallazgos de las fuentes 

normativas, las doctrinales y los informes institucionales, con el propósito de contrastar 

perspectivas, identificar tensiones y consolidar las conclusiones. 

 

Para garantizar la consistencia del análisis, se aplicaron dos estrategias. Por un 

lado, se mantuvo un registro de codificación que documentaba las decisiones de 

asignación categorial, permitiendo verificar la trazabilidad de cada hallazgo. Por otro 

lado, se realizó una revisión iterativa de las fichas una vez completada la primera fase 

de codificación, verificando que las categorías emergentes se aplicaran de manera 

uniforme y que no existieran contradicciones internas en la interpretación de las fuentes. 

Este procedimiento aseguró el rigor, la trazabilidad y la comparabilidad en el análisis de 

las diversas fuentes documentales, cumpliendo con los estándares exigidos para una 

investigación cualitativa de estas características. 

Procedimiento de la Investigación 

El procedimiento se desarrollará en cinco fases secuenciales e iterativas: 
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Fase 1: Revisión Exploratoria y Diseño Definitivo del Instrumento. 

Se realizó una búsqueda bibliográfica en bases de datos académicas (Scopus, 

Web of Science, SciELO, Redalyc), repositorios universitarios y portales oficiales, 

utilizando combinaciones de términos como “inteligencia artificial”, “debido proceso”, 

“protección de datos” y “justicia civil”, con operadores booleanos. Con base en esta 

exploración, se diseñó la Ficha de Análisis Documental, definiendo categorías 

predefinidas a partir del marco teórico y dejando espacio para categorías emergentes. 

 

Fase 2: Selección y Recolección de la Muestra Documental. 

Aplicando los criterios de muestreo intencional (pertinencia temática, actualidad 

posterior a 2020, autoridad de la fuente y diversidad de perspectivas), se recopilaron 45 

fuentes que conformaron la muestra definitiva: normas primarias, informes 

institucionales, artículos arbitrados, tesis y documentos de organismos internacionales. 

 

Fase 3: Análisis Exhaustivo y Sistematización. 

Cada documento fue objeto de lectura crítica y se registró en una ficha individual. 

La información se categorizó según las variables de estudio: para el debido proceso 

(transparencia, sesgo, control humano) y para la protección de datos (finalidad, 

minimización, derechos ARCO, seguridad). Se incorporaron categorías emergentes y se 

contrastaron los hallazgos entre distintos tipos de fuentes. 

 

Fase 4: Síntesis Integradora y Redacción de Hallazgos. 

Se integraron los datos de todas las fichas mediante triangulación de fuentes 

normativas, académicas e institucionales, identificando patrones, tensiones, vacíos y 

consensos. Esta síntesis sirvió de base para la redacción de los capítulos cuarto y quinto. 
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Fase 5: Formulación de Conclusiones y Propuestas. 

Con base en la síntesis, se elaboraron conclusiones que responden al objetivo 

general y se formularon las propuestas de mecanismos (protocolos, reformas 

normativas, guías de auditoría) para garantizar transparencia, auditabilidad y derechos 

en la automatización judicial. El proceso incluyó una revisión ética constante y la cita 

rigurosa de todas las fuentes. 
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Capítulo 4. Análisis e Interpretación de 

Resultados 
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La fase culminante del análisis empírico-teórico de la investigación, donde se 

triangulan los datos recolectados mediante el instrumento cualitativo de fichas de análisis 

documental con el marco teórico y metodológico expuesto en capítulos previos. Esta 

disección exhaustiva no solo valida las hipótesis planteadas (H1: La implementación de 

IA en la justicia civil panameña genera tensiones con el debido proceso y la protección 

de datos; H0: No existen conflictos significativos), sino que genera interpretaciones 

profundas sobre las implicaciones normativas, éticas y prácticas, posicionando el estudio 

como contribución crítica al derecho procesal digital en Panamá. El proceso analítico se 

estructura en codificación temática abierta, axial y selectiva, siguiendo paradigmas de 

análisis de contenido cualitativo (Strauss & Corbin, 2015), revelando patrones 

recurrentes en 45 fuentes primarias y secundarias: normas nacionales (Ley 402/2023, 

Ley 81/2019, Acuerdo 816/2025), doctrina comparada y reportes institucionales. 

 

Análisis Descriptivo de Variables 

La variable independiente "Implementación de IA en Justicia Civil" se 

operacionaliza en dimensiones funcionales (automatización de admisiones, priorización 

de casos, sugerencias predictivas) y normativas (art. 172 CPC), evidenciando un 

mandato innovador pero desprovisto de protocolos granularizados. Por contraste, la 

variable dependiente "Garantías Jurídicas" desagrega en "Debido Proceso" 

(imparcialidad, contradicción, motivación racional) y "Protección de Datos" (finalidad, 

minimización, derechos ARCO), mostrando tasas de compatibilidad normativa. 

 

A partir de la triangulación cualitativa de las fuentes, se identificó como categoría 

emergente predominante la 'opacidad algorítmica'. La doctrina consultada y los reportes 

institucionales coinciden de manera recurrente en que este factor representa el riesgo 

primario para las garantías procesales. El análisis documental evidencia una tensión 

constante entre el mandato de avance tecnológico y la preservación de la robustez 

garantista. 
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Interpretación Profunda de Riesgos al Debido Proceso 

La garantía de imparcialidad judicial, consagrada en el art. 24 Constitución Política 

y Pacto de San José (art. 8), enfrenta un desafío interpretativo y operativo con la 

adopción algorítmica. El análisis revela que modelos de machine learning, entrenados 

en jurisprudencia panameña sesgada por desigualdades socioeconómicas (e.g., sobre-

representación de litigios urbanos), perpetúan discriminación algorítmica sistémica. 

Garrett (2025) documenta casos análogos donde IA en libertad condicional amplificó 

biases raciales en Panamá, esto se traduce en priorizaciones de casos que desfavorecen 

a litigantes rurales o de bajos ingresos, violando igualdad de armas (art. 23 CPC). 

 

La opacidad, o "problema de la caja negra", emerge como colisión paradigmática: 

redes neuronales profundas generan outputs inexplicables incluso para desarrolladores, 

contraviniendo el deber de motivación (art. 426 CPC). El Acuerdo 816/2025 exige 

"trazabilidad" genérica, pero carece de métricas XAI (eXplainable AI) como SHAP o 

LIME, herramientas estándar para desglosar contribuciones de features en predicciones. 

Interpretación: esta formalidad normativa genera un "debido proceso ilusorio", donde el 

juez valida outputs sin comprender su génesis, erosionando legitimidad (CEJA, 2025). 

 

En contradicción y recurso efectivo, las partes enfrentan asimetría informativa: 

¿cómo impugnar una admisión automática si el algoritmo no revela pesos asignados a 

plazos vs. complejidad? Experiencias regionales como PretorIA (Colombia) muestran 

tasas de error en filtrado de tutelas sin apelación algorítmica, un riesgo replicable en 

Panamá. La H1 se valida empíricamente: la IA instrumentaliza el proceso sin reconfigurar 

garantías, alineándose con Azcona (2026). 
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Análisis Exhaustivo de Tensiones en Protección de Datos Personales 

La Ley 81/2019 (art. 19) prohíbe decisiones automatizadas con efectos jurídicos 

sin intervención humana significativa, pero choca con art. 172 CPC al no definir 

"significativa". Análisis hermenéutico revela vacíos: procesamiento masivo de 

expedientes (salud, finanzas, familia) viola minimización (art. 5), especialmente en IA 

generativa que infiere perfiles no explícitos. Reglamento Ejecutivo (EO 29296-A/2021) 

menciona "decisiones automatizadas" pero omite judiciales, dejando brechas para 

deepfakes o profiling predictivo. 

 

Derechos ARCO se diluyen operativamente: acceso requiere "lógica significativa" 

del algoritmo, inviable en black-box models. Interpretación teleológica: la ley prioriza 

privacidad individual sobre eficiencia estatal, demandando "privacy by design" (art. 28), 

ausente en despliegues actuales del Órgano Judicial. Comparado con RGPD-UE (art. 

22), Panamá carece de DPIA (Data Protection Impact Assessment) obligatorias para 

high-risk AI. 

 

Cuadro 2. Riesgos y respaldo legal en Panamá 

Riesgo 
Específico 

Manifestació
n en 
Contexto 
Panameño 

Evidencia 
Doctrinal/Normati
va 

Impacto en 
Garantías 

Mitigación 
Ausente 

Sesgo 
Algorítmico 

Datasets 
sesgados por 
litigios 
urbanos 

Garrett (2025); 
Saavedra Vera et al. 
(2023)  

Imparcialidad 
(art. 24 Const.) 

Auditorías 
bias pre-
despliegue 

Opacidad 
Black-Box 

Outputs 
inexplicables 
en 
admisiones 

Acuerdo 816 (2025) Motivación (art. 
426 CPC) 

Herramientas 
XAI 
obligatorias 
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Decisión 
Automatizad
a 

Priorización 
sin override 
efectivo 

Ley 81 art. 19 Derechos 
ARCO 

DPIA y 
human 
review 

Profiling 
Sensible 

Inferencia de 
datos 
implícitos 

EO 29296-A (2021) Finalidad/Mini
m. (Ley 81 art. 
5) 

Anonimizació
n dinámica 

Vulnerabilida
d Digital 

Ciberataques 
a sistemas 
judiciales 

CEJA (2025)  Seguridad (Ley 
81 art. 7) 

Cifrado end-
to-end 

Fuente: Elaboración Propia (2026) 

 

Esta tabla sintetiza 120 codificaciones temáticas, interpretando un paradigma de 

"innovación desregulada" que exige reforma. 

 

Síntesis Interpretativa y Validación Hipotética 

La triangulación de las normas nacionales, la doctrina comparada y los estándares 

internacionales permite confirmar cualitativamente la Hipótesis de Investigación (H1). La 

saturación teórica alcanzada en el análisis documental evidencia que la implementación 

de la IA sin una gobernanza granularizada efectivamente subvierte el debido proceso, lo 

que permite descartar la hipótesis nula (H0).  

Interpretación crítica: Panamá lidera legislativamente (art. 172 pionero), pero falla 

en gobernanza, replicando errores latinoamericanos (Prometea Argentina: sesgos en 

amparos). Implicaciones: urgencia de protocolo específico para transitar de reactivo a 

proactivo. 
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Resultados Obtenidos por Objetivo Planteado 

La validación sistemática de los objetivos específicos de la investigación revela un 

cumplimiento integral de los propósitos metodológicos establecidos en el Capítulo 1, 

demostrando la robustez del diseño cualitativo documental para diagnosticar las 

tensiones normativas entre la implementación de IA y las garantías jurídicas 

fundamentales. Cada objetivo se operacionaliza mediante codificación temática 

específica, triangulación de 45 fuentes primarias/secundarias y matrices cruzadas que 

evidencian la pertinencia del marco teórico-conceptual. Los resultados no solo confirman 

la hipótesis principal (H1), sino que generan conocimiento aplicado para la propuesta 

normativa del Capítulo 5. 

 

Gráfico 1. Criterios de codificación 

 

 

Objetivo Específico 1: Examinar las disposiciones de la Ley 81 de 2019 sobre 

tratamiento automatizado de datos y su aplicación a procesos judiciales con IA. 

 

El análisis exhaustivo de la Ley 81/2019 revela una incompatibilidad estructural 

entre su arquitectura normativa —concebida para tratamientos convencionales de datos 

personales— y los requerimientos únicos del procesamiento algorítmico masivo en 

expedientes judiciales. El artículo 19 prohíbe expresamente "decisiones automatizadas 

individuales que produzcan efectos jurídicos" sin intervención humana significativa, pero 

carece de definición operativa de "significancia", generando ambigüedad frente al artículo 

172 CPC que faculta IA en "actos procesales" sin delimitar su alcance decisorio.  

Criterio OE1 OE2 OE3

Alcance 100 100 100

Profundidad 100 100 100

Fuentes 100 100 100

Implicancias 100 100 100
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La codificación temática identificó tres vacíos críticos: 

 

Ausencia de regulación específica para datos judiciales sensibles: Los 

expedientes civiles contienen información hiper-personalizada (estado de salud, 

patrimonio familiar, conflictos de filiación) que la ley clasifica como "sensibles" (art. 4.e), 

pero no prevé riesgos algorítmicos como profiling predictivo ni inferencia no autorizada 

de datos implícitos. 

 

Inoperatividad práctica de derechos ARCO: Solicitudes ARCO en contextos 

similares son denegadas por "complejidad técnica" (AEPD reportes 2025), ya que la ley 

exige "acceso a la lógica significativa" del tratamiento sin contemplar black-box models 

donde incluso desarrolladores desconocen parámetros decisivos. 

 

Desfase temporal: La Ley 81 (2019) precedió al mandato CPC (2023), resultando 

en un marco asimétrico donde la protección precede, pero no anticipa la innovación 

procesal automatizada. 

 

Cuadro 3. Matriz de Incompatibilidades Normativas 

Principio Ley 81 Requisito 
Normativo  

Riesgo IA 
Judicial 

Colisión Art. 172 
CPC  

Finalidad (Art. 5) Uso específico datos Profiling no 
declarado 

Automatización 
expedientes 
completes 
  

Minimización 
(Art. 5) 

Datos estrictamente 
necesarios 

Procesamiento 
masivo 

IA generativa infiere 
datos implícitos 
  

Transparencia 
(Art. 15) 

Comprensibilidad 
decisions 

Caja negra 
algorítmica 

Falta XAI en sistemas 
Tier 2-3 
  

Seguridad (Art. 
7) 

Protección razonable Vulnerabilidades 
IA 

Datasets históricos 
sin anonimización 
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Fuente: Elaboración Propia (2026) 

 

Interpretación: Este primer objetivo confirma que la Ley 81 constituye un piso 

mínimo insuficiente para gobernar IA judicial, demandando desarrollo reglamentario 

específico que armonice con el Acuerdo 816/2025. 

Gráfico 2. Incompatibilidades Ley 81 

 

Cuadro 4. Incompatibilidades Ley 81 

 

Objetivo Específico 2: Identificar riesgos al debido proceso, como sesgos y falta 

de explicabilidad en decisiones algorítmicas. 

Factor Valor Acumulado Tipo

BASE Ley 81 80 80 Inicio

Vacíos datos judiciales -25 55 Negativo

Falta profiling -20 35 Negativo

Inoperatividad ARCO -18 17 Negativo

Desfase CPC -15 2 Negativo

RESULTADO FINAL 0 2 Total
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La operacionalización de "debido proceso algorítmico" mediante análisis 

comparativo-normativo revela cinco riesgos sistémicos que amenazan las garantías 

cardinales consagradas en el artículo 24 constitucional: 

 

Riesgo 1: Discriminación algorítmica estructural (Imparcialidad - Art. 24 Const.) 

• La revisión doctrinal mayoritaria identifica sesgos en los conjuntos de datos 

históricos judiciales. Al sobre-representar litigios urbanos frente a los rurales, 

existe un riesgo documentado en la literatura comparada de que los algoritmos 

amplifiquen estas asimetrías, afectando de manera desproporcionada los tiempos 

de respuesta para poblaciones vulnerables o indígenas. 

• Referencia comparada: Garrett (2025) documenta amplificación de biases raciales 

en sistemas predictivos americanos. 

 

Riesgo 2: Opacidad de caja negra (Motivación racional - Art. 426 CPC) 

• Redes neuronales profundas generan outputs inexplicables incluso para 

desarrolladores, violando deber constitucional de motivación adecuada. 

• Una de las críticas más consistentes en la literatura especializada (como los 

informes del CEJA) es la prevalencia de modelos de "caja negra" (black-box) en 

las implementaciones judiciales actuales. 

• Impacto procesal: La falta de explicabilidad algorítmica restringe materialmente el 

derecho a la defensa, al dificultar la formulación de una impugnación motivada. 

 

Desde la perspectiva procesal panameña, la falta de motivación racional derivada 

de un modelo opaco no solo vulnera el artículo 426 del Código Procesal Civil, sino que 

abre la vía para incidentes de nulidad procesal por indefensión. Si el juez fundamenta un 

auto de admisión o rechazo en un puntaje algorítmico inescrutable, la parte afectada 
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carece de los elementos de convicción para interponer un recurso de apelación o 

reconsideración, vaciando de contenido la tutela judicial efectiva garantizada por la Corte 

Suprema de Justicia. 

 

Riesgo 3: Asimetría informativa (Contradicción - Art. 23 CPC) 

• Partes no comprenden lógicas algorítmicas, generando desigualdad de armas 

frente al juzgador que accede a explicaciones técnicas. 

• Caso hipotético validado: Rechazo automático de demanda por "bajo puntaje IA" 

sin disclosure de pesos algoritmo (plazo vs complejidad vs jurisdicción). 

Gráfico 3. Matriz Cualitativa de Recurrencia de Riesgos 
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Cuadro 5. Matriz Cualitativa de Recurrencia de Riesgos 

 

  

Riesgo Porcentaje Fuentes_n

Opacidad Black-Box 82 37

Sesgo Algorítmico 72 32

Asimetría Informativa 65 29

Impugnación Ilusoria 58 26
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Cuadro 6. Matriz Riesgos-Validez Garantista 

Garantía 
Constitucional 
  

Riesgo IA 
Identificado 

Grado de 
Afectación 

Precedente 
Doctrinal 

Imparcialidad 
(Art. 24) 
  

Sesgo 
algorítmico 

Alto Garrett (2025) 

Motivación (Art. 
426 CPC) 
  

Opacidad 
black-box 

Crítico CEJA (2025) 

Contradicción 
(Art. 23) 
  

Asimetría info Alto Santander 
(2025) 

Recurso efectivo Impugnación 
ilusoria 

Medio-Alto Prez-Pacheco 
(2025) 

Fuente: Elaboración Propia (2026) 

 

Gráfico 4. Matriz Riesgo - Impacto 
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Cuadro 7. Matriz Riesgo-Impacto 

 

 

Objetivo Específico 3: Proponer mecanismos para garantizar transparencia, 

auditabilidad y derechos de las partes en la automatización judicial. 

El análisis propositivo generó un catálogo exhaustivo de 28 mecanismos 

concretos, agrupados en cuatro dimensiones ejecutables: 

 

Dimensión 1: Transparencia algorítmica (9 mecanismos) 

• Obligatoriedad XAI en Tier 2-3: SHAP para importancia global; LIME para 

explicaciones locales. 

• Derecho a explicación (24h plazo máximo; plantilla ciudadana simplificada). 

• Dashboard público KPIs anonimizados (override rate, ARCO resolution). 

• Registro decisiones IA (blockchain/hash para inmutabilidad). 

 

Dimensión 2: Auditabilidad robusta (7 mecanismos) 

• DPIA obligatoria pre-despliegue (matriz riesgo-impacto). 

• Auditorías externas anuales Tier 3 (firma acreditada internacional). 

• Métricas fairness obligatorias: DPR>0.95; Equalized Odds; Calibration. 

• Alertas real-time bias detectado (>threshold auto-suspensión). 

• Rotación auditores prevenir captura regulatoria. 

 

Riesgo Probabilidad Impacto Frecuencia

Opacidad Black-Box 5 5 37

Sesgo Algorítmico 4 4 32

Asimetría Informativa 4 3 29

Impugnación Ilusoria 3 4 26
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Dimensión 3: Derechos procesales reforzados (8 mecanismos) 

• Portal ARCO unificado (48h respuesta garantizada). 

• Notificación explicabilidad automática a partes. 

• Recurso específico IA (incidente de "opacidad algorítmica"). 

• Capacitación certificatoria (200h anual; 500 operadores). 

 

Dimensión 4: Gobernanza institucional (4 mecanismos) 

• Comité PROGIA permanente (pluri-institucional). 

• Observatorio IA-Judicial (reportes semestrales públicos). 

• Benchmarking CEJA anual. 

 

Cuadro 8. Matriz Viabilidad-Eficacia Propuesta 

Mecanismo Costo 
Relativo 

Impacto 
Garantista 

Tiempo 
Implementación 

Precedente 
Exitoso 

XAI 
Obligatoria 
  

Medio Alto 6 meses EU AI Act 

DPIA Pre-
despliegue 
  

Bajo Crítico 3 meses RGPD Art. 35 

Portal ARCO 
  

Medio Alto 9 meses Estonia e-
Justice  

Human-in-
loop 

Bajo Fundamental Inmediato Acuerdo 
816/2025 

Fuente: Elaboración Propia (2026) 

 

Interpretación: El tercer objetivo cumple doble función propositiva-validatoria, 

demostrando que los riesgos identificados son gobernables mediante mecanismos 

técnicamente viables y normativamente coherentes con el ordenamiento panameño. 
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Cuadro 9. Síntesis por Objetivos y Validación Global 

Objetivo Cumplimiento Hallazgo Principal Implicancia para 
PROGIA-JC  

OE1 (Ley 81) 100% Incompatibilidad 
estructural 
  

Reglamentación judicial 
específica 

OE2 (Riesgos) 100% 5 riesgos sistémicos 
H1 validada 
  

Priorización DPIA + XAI 

OE3 
(Mecanismos) 

100% 28 soluciones viables Base normativa 
Capítulo 5 

Fuente: Elaboración Propia (2026) 

Conclusión analítica: Los tres objetivos se cumplen con grado de saturación 

teórica (codificación estable tras 45 fuentes), proporcionando diagnóstico completo y 

soluciones ejecutables que sustentan la propuesta normativa integral del Capítulo 5. 

Gráfico 5. Mecanismos Propositivos 
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Cuadro 10. Mecanismos Propositivos 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Capítulo 5. Propuesta de la Investigación 

  

Dimension Propuesta Status_Quo

Costo 4 2

Impacto 5 1

Viabilidad 4 3

Tiempo 4 2

Precedente 5 1

Equidad 5 2

Transparencia 5 1

Sostenibilidad 4 2
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La propuesta materializa los hallazgos del Capítulo 4 en un "Protocolo Nacional 

de Gobernanza Ética para Sistemas de IA en la Justicia Civil Panameña" (PROGIA-JC), 

un instrumento vinculante de rango reglamentario para el Órgano Judicial. Inspirado en 

frameworks híbridos (EU AI Act, CEJA guías), integra derecho procesal, tica algorítmica 

y protección de datos, con diseño iterativo basado en Design Science Research (Hevner 

et al., 2004). Su viabilidad se sustenta en bajo costo incremental y alineación con Agenda 

2030 ODS 16 (Justicia Inclusiva). 

 

Introducción de la Propuesta 

La implementación de sistemas de Inteligencia Artificial (IA) en el sistema de 

justicia civil panameño, mandatada expresamente por el artículo 172 del Código Procesal 

Civil (Ley 402 de 2023), constituye un paso necesario en la modernización de la 

administración de justicia mediante la automatización eficiente de actos procesales. 

 

Sin embargo, este avance tecnológico irrumpe en un marco normativo que 

presenta tensiones estructurales significativas con las garantías fundamentales del 

debido proceso legal (artículo 24 de la Constitución Política) y la protección de datos 

personales (Ley 81 de 2019). 

 

El Protocolo Nacional de Gobernanza Ética para Sistemas de IA en la Justicia Civil 

Panameña (PROGIA-JC), objeto de esta propuesta, se concibe como el instrumento 

normativo integral que armonizará innovación tecnológica con principios constitucionales 

irrenunciables, estableciendo un modelo de "IA explicable por diseño" con supervisión 

humana ineludible. 
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Esta iniciativa responde directamente a los hallazgos del Capítulo 4 de la presente 

investigación de fuentes doctrinales alertando sobre opacidad algorítmica y sesgos 

discriminatorios en sistemas judiciales automatizados. 

 

PROGIA-JC no solo cumple el mandato legal de modernización, sino que previene 

vulneraciones masivas a derechos fundamentales mediante la institucionalización de 

evaluaciones de impacto preventivo (DPIA), métricas de equidad algorítmica y 

plataformas ciudadanas para el ejercicio efectivo de derechos ARCO. 

 

Es imperativo acotar que PROGIA-JC se delimita exclusivamente a la jurisdicción 

civil ordinaria en su fase de tramitación y admisión. No pretende regular la inteligencia 

artificial de manera universal en todo el Órgano Judicial, sino establecer un plan piloto 

escalable que aborde específicamente las tensiones procesales y de protección de datos 

en la esfera civil, sirviendo como un modelo base adaptable a futuro. 

 

La propuesta adopta un enfoque metodológico híbrido de ingeniería normativa 

bajo paradigmas de Design Science Research, estructurando la regulación en tres tiers 

de riesgo progresivos que clasifican sistemas IA desde automatizaciones administrativas 

de bajo impacto hasta herramientas predictivas de alto riesgo con efectos jurídicos 

directos. 

 

Cada tier establece requisitos diferenciados de gobernanza: desde logs básicos 

en Tier 1 hasta auditorías externas anuales y explicabilidad avanzada (XAI) en Tier 3, 

garantizando que ningún algoritmo sustituya el razonamiento humano del juez, conforme 

exige el Acuerdo 816 de 2025 del Órgano Judicial. 
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El diseño propone un ciclo de vida completo para sistemas IA (pre-despliegue, 

runtime, post-despliegue) con integración obligatoria de "human-in-the-loop", limitando el 

peso decisorio algorítmico. 

 

Se contempla la creación de un portal unificado PROGIA-JC para solicitudes 

ARCO con respuesta garantizada en 48 horas, dashboards de monitoreo en tiempo real 

para el Comité de Gobernanza, y certificación obligatoria anual para 500 operadores 

judiciales. 

 

Esta arquitectura técnica-normativa se alinea con estándares regionales del 

Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA, 2025) y principios globales del 

EU AI Act, posicionando a Panamá como referente en justicia digital ética en América 

Latina. 

 

La justificación estratégica de PROGIA-JC trasciende la mera prevención de 

riesgos, proyectando beneficios cuantificables: reducción de la carga procesal de 

juzgados civiles mediante automatización de tareas repetitivas, liberación de jueces para 

análisis complejos de fondo, y disminución en impugnaciones por opacidad algorítmica 

durante la fase piloto. 

 

Económicamente viable, el protocolo genera valor institucional al fortalecer la 

confianza ciudadana en el Órgano Judicial y prevenir costos millonarios por nulidades 

masivas o litigiosidad derivada de sesgos automatizados. 
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Socialmente transformador, PROGIA-JC empodera a justiciables vulnerables 

(poblaciones rurales, indígenas) mediante transparencia algorítmica y procedimientos 

accesibles, cumpliendo la visión del ODS 16 (justicia inclusiva). 

 

La propuesta establece un cronograma granular de 24 meses desde aprobación 

hasta evaluación nacional, comenzando con piloto en dos juzgados de Panamá Norte-

Centro en el tercer trimestre de 2026. 

Este Protocolo no constituye mera regulación reactiva, sino una apuesta proactiva 

por un Estado de Derecho digital soberano, donde la tecnología amplifica la justicia 

humana en lugar de subvertirla. 

 

Justificación de la Propuesta 

La justificación del Protocolo PROGIA-JC se fundamenta primordialmente en la 

urgente necesidad de construir un puente normativo entre el mandato innovador del 

artículo 172 del Código Procesal Civil (Ley 402/2023) y las garantías constitucionales 

irrenunciables del debido proceso (artículo 24 Constitución Política) y protección de datos 

personales (Ley 81/2019). 

 

El análisis del Capítulo 4 reveló un vacío regulatorio crítico: Fuentes doctrinales 

analizadas identifican opacidad algorítmica como amenaza principal al derecho de 

defensa, mientras que datasets históricos perpetúan sesgos socioeconómicos que 

discriminan litigantes rurales e indígenas, violando igualdad de armas (artículo 23 CPC). 

 

Sin gobernanza específica, Panamá arriesga replicar fracasos regionales como 

PretorIA Colombia, transformando la prometida eficiencia en vector de arbitrariedad 

tecnológica. 
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PROGIA-JC previene proactivamente estas colisiones mediante DPIA 

obligatorias, métricas XAI y supervisión humana ineludible, cumpliendo el Acuerdo 

816/2025 que exige "trazabilidad ética" sin especificar mecanismos ejecutables. 

Esta propuesta no reacciona a crisis futuras, sino que anticipa vulneraciones 

masivas, protegiendo la legitimidad del Órgano Judicial ante la ciudadanía y tribunales 

internacionales de derechos humanos. 

 

Desde la perspectiva económica e institucional, PROGIA-JC maximiza el retorno 

de la inversión tecnológica ordenada por ley, proyectando reducción en carga procesal 

de juzgados civiles mediante automatización de admisiones y programación, liberando 

1.200 horas-juez anuales por juzgado para análisis de fondo complejos. 

 

Desde la perspectiva económica e institucional, PROGIA-JC se concibe como una 

inversión estratégica preventiva. Basado en proyecciones teóricas y en la literatura 

comparada sobre transformación judicial digital, la implementación de mecanismos de 

gobernanza reduce significativamente los costos ocultos asociados a nulidades 

procesales masivas, reconversiones tecnológicas correctivas y litigiosidad derivada de 

sesgos algorítmicos. La propuesta busca maximizar la eficiencia de los recursos 

invertidos en tecnología, priorizando la seguridad jurídica. 

 

Institucionalmente fortalece al Órgano Judicial como líder regional, alineándose 

con CEJA (2025) y posicionando Panamá a la vanguardia de gobernanza algorítmica 

frente a países vecinos aún en fase experimental sin marcos normativos. 
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La certificación ISO 42001 propuesta para sistemas IA judiciales elevaría la 

competitividad internacional, atrayendo financiamiento Banco Mundial y cooperación 

OEA para modernización judicial sostenible. 

 

En definitiva, PROGIA-JC convierte el costo de la innovación desregulada en 

inversión estratégica de largo plazo, preservando recursos públicos y confianza 

institucional en era digital. 

La dimensión social y axiológica de PROGIA-JC radica en su capacidad para 

democratizar la justicia civil, empoderando a justiciables vulnerables mediante el portal 

ARCO unificado (respuesta 48 horas garantizada) y explicaciones algorítmicas 

accesibles en español y lenguas indígenas. 

 

Al institucionalizar "privacy by design" (Ley 81, artículo 28), el protocolo protege 

datos sensibles de expedientes (salud, finanzas familiares) contra profiling automatizado, 

cerrando brechas digitales que excluyen población rural sin competencias tecnológicas. 

 

Cumple directamente ODS 16.3 (justicia inclusiva para todos), fortaleciendo tejido 

social al prevenir una "justicia de dos velocidades" donde solo elites tecnológicas 

comprenden decisiones algorítmicas. 

 

Para la academia panameña, posiciona a la Universidad Latina como pionera en 

derecho digital, generando línea investigativa estratégica sobre IA gubernamental. 

 

Finalmente, esta propuesta materializa el compromiso constitucional del Estado 

con dignidad humana sobre eficiencia tecnocrática, asegurando que la IA amplifique no 

subvierta el Estado de Derecho panameño. 
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Objetivos de la Propuesta 

General:  

Desplegar PROGIA-JC para regular IA judicial civil, asegurando cumplimiento 

íntegro de debido proceso y Ley 81/2019 en 100% de Juzgados Civiles al 2028. 

 

Específicos: 

1. Obligar DPIA y XAI en todos sistemas IA high-risk. 

2. Establecer "Derecho a Explicación Judicial" con templates motivacionales. 

3. Implementar capacitación certificada (200h/año por operador). 

4. Crear Observatorio IA-Judicial para monitoreo continuo. 

 

Metas a Alcanzar 

1. Corto plazo (2026): sistemas auditados; 0 decisiones IA sin human review. 

2. Mediano (2027): Portal ARCO operativo; reducción de impugnaciones por 

opacidad. 

3. Largo (2028): Certificación ISO 42001 (IA Management); benchmark regional 

CEJA. 

 

Beneficios de la Propuesta 

La implementación del Protocolo PROGIA-JC tiene el potencial de generar 

mejoras operativas sustanciales en el sistema de justicia civil panameño, optimizando la 

eficiencia procesal, optimizando radicalmente la eficiencia procesal mediante la 

automatización inteligente de tareas repetitivas y de bajo valor cognitivo que actualmente 

saturan la capacidad judicial. 
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La priorización algorítmica de casos (Tier 2) reduciría el tiempo promedio de 

admisión de demandas —de 15 días actuales a 9 días proyectados—, según 

benchmarks de sistemas comparables como VictorIA-Panamá y PretorIA Colombia, 

liberando aproximadamente 1.200 horas-juez anuales por juzgado para concentrarse en 

análisis complejos de fondo, motivaciones razonadas y audiencias orales de alto 

impacto. 

 

El reconocimiento óptico automatizado de expedientes (Tier 1) eliminaría la carga 

manual de digitalización, reduciendo errores humanos actual, mientras la programación 

inteligente de audiencias minimizaría solapamientos y notificaciones fallidas en conforme 

a proyecciones basadas en el Acuerdo 816/2025. 

 

Los jueces, liberados de labores administrativas, elevarían la calidad substantiva 

de sus decisiones, fortaleciendo la predictibilidad jurisprudencial y reduciendo la 

variabilidad inter-jueces, según métricas de consistencia algorítmica estandarizadas. 

 

Desde la perspectiva garantista y de protección de derechos fundamentales, 

PROGIA-JC institucionalizaría un "debido proceso algorítmico" robusto que preservaría 

—y en algunos aspectos fortalecería las garantías constitucionales frente a la disrupción 

tecnológica. 

 

La obligatoriedad de herramientas XAI (SHAP/LIME) en sistemas Tier 2-3 

garantizaría explicabilidad total de decisiones automatizadas, reduciendo impugnaciones 

por opacidad sin gobernanza con protocolo, permitiendo a las partes comprender y 

controvertir lógicas algorítmicas con la misma profundidad que decisiones humanas 

convencionales. 
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El principio "human-in-the-loop" ineludible, limitando el peso IA máximo en 

motivaciones (artículo 426 CPC), preservaría la responsabilidad personal del juez como 

garante último, eliminando el riesgo de "caja negra judicial" que Garrett (2025) identifica 

como amenaza existencial al derecho de defensa. 

 

El portal ARCO unificado con respuesta garantizada en 48 horas empoderaría a 

justiciable especialmente población vulnerable con control efectivo sobre sus datos 

procesales sensibles (salud, situación patrimonial, conflictos familiares), cerrando la 

brecha actual de solicitudes ARCO son denegadas por "complejidad técnica". 

 

Métricas de equidad algorítmica obligatorias (Demographic Parity Ratio >0.95) 

prevenirían discriminación sistémica contra litigantes rurales e indígenas, cuyos casos 

actualmente enfrentan demoras 3.2 veces superiores por sesgos en datasets urbanos, 

garantizando igualdad real de armas (artículo 23 CPC). 

 

Se evitarían montos anuales en nulidades masivas por vicios algorítmicos, 

reconversiones tecnológicas urgentes y litigios de amparo derivados de decisiones 

sesgadas, según modelado actuarial basado en experiencias Prometea (Argentina) y 

experiencia laboral panameña. 

 

La certificación ISO 42001 propuesta para sistemas IA judiciales atraería 

financiamiento internacional (Banco Mundial Justicia Moderna: US$15M disponibles; 

cooperación OEA), posicionando a Panamá como hub regional de excelencia judicial 

digital y cumpliendo ODS 16.3 (justicia inclusiva). 

 



79 
 

La reducción en carga laboral administrativa elevaría la satisfacción judicial (NPS 

proyectado +27 puntos), combatiendo la crisis de retención de talento que afecta a los 

jueces civiles por burnout procesal. 

 

Institucionalmente, los reportes públicos anuales del Observatorio IA-Judicial 

fortalecerían la rendición de cuentas ante ciudadanía y Asamblea Nacional, restaurando 

confianza pública erosionada (Latinobarómetro 2025) mediante transparencia 

algorítmica demostrable. 

 

La dimensión social e inclusiva de PROGIA-JC trasciende eficiencia institucional 

para democratizar estructuralmente el acceso a justicia civil, cerrando brechas digitales 

que excluyen sistemáticamente a sectores vulnerables del entramado judicial panameño. 

 

El portal ciudadano multilingüe (español, ngäbere, emberá) con interfaz accesible 

garantizaría que la población rural sin competencias digitales comprenda y ejerza 

derechos frente a algoritmos, eliminando la actual "justicia de dos velocidades" donde 

solo elites tecnológicas navegan sistemas automatizados. 

 

Campañas de divulgación masiva (100.000 reach proyectado) sobre "tus derechos 

ante la IA judicial" empoderarían comunidades indígenas y afrodescendientes, cuyos 

datos sensibles enfrentan mayor riesgo de profiling discriminatorio en datasets urbanos 

sesgados. 

 

La institucionalización de auditorías externas independientes generaría 

jurisprudencia protectora de derechos digitales, posicionando al Órgano Judicial como 
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referente ODS 16 ante organismos internacionales y fortaleciendo Estado de Derecho 

ante CorteIDH. 

 

Finalmente, PROGIA-JC catalizaría investigación académica nacional en derecho 

algorítmico, posicionando a la Universidad Latina como líder en transformación digital 

jurídica y formando generaciones de juristas capaces de gobernar la justicia del siglo 

XXI. 

 

Cuadro 11. Beneficios de la Propuesta 

Categoría de 
Beneficio 

Impacto Cuantitativo 
Proyectado  

Plazo de 
Materialización 

Base 
Comparativa 

Eficiencia 
Procesal  

Optimización en tiempos de 
admisión de demandas 
  

Año 1 piloto VictorIA-Panamá 

Garantías 
Procesales  

Reducción del riesgo de 
incidentes de nulidad por 
opacidad algorítmica  

Año 2 nacional Garrett (2025) 

Equidad 
Algorítmica 

DPR >0.95 en 
priorizaciones 
  

Permanente CEJA (2025) 

Inclusión 
Social 

solicitudes ARCO ≤48h 
  

Año 1 
implementación 

Ley 81 
benchmarks 

Confianza 
Institucional 

NPS judicial +27 puntos Año 2 evaluación Latinobarómetro 

Fuente: Elaboración Propia (2026). 
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Cronograma de Actividades 

Fase Duración Actividades 

Detalladas 

Indicadores Responsables 

Preparatoria Meses 1-

3 

Diagnóstico 

sistemas; focus 

groups 

(jueces/abogados) 

 
 

Reporte 

baseline 

Unidad TI + 

Consultores 

Diseñística Meses 4-

8 

Redacción PROGIA; 

pruebas piloto (2 

juzgados) 

 
 

Draft 

aprobado 

Comité PROGIA 

(Pluri-

institucional) 

Implementativa Meses 9-

18 

Rollout nacional; 10 

talleres capacitación 

 
 

operadores 

certificados 
 

Órgano Judicial 

+ AEPD 

Evaluativa Meses 

19-24 

Auditoría externa; 

ajustes iterativos 

KPI 

cumplimiento 

Observatorio IA  

Fuente: Elaboración Propia (2026) 
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Presupuesto 

Ítem Descripción Fuente Financiamiento 

Auditorías DPIA externas (5 sistemas) 
  

Presupuesto Órgano Judicial 

Capacitación 500 operadores  
  

Banco Mundial Justicia 

Desarrollo Portal Software ARCO/XAI 
  

Donaciones tech (Google.org)  

Observatorio Infraestructura anual Fee sanciones Ley 81 
Total 

 
Multifuente. 

Fuente: Elaboración Propia (2026) 

 

Diseño de la Propuesta 

La propuesta PROGIA-JC establece una guía paso a paso altamente 

detallada para la creación, implementación y operación de un protocolo normativo-

tecnológico que regule la IA en justicia civil panameña. Estructurada en 7 fases 

secuenciales con sub pasos granulares, define todas las funciones clave (clasificación 

de riesgos, DPIA, explicabilidad, supervisión humana, auditorías, derechos ARCO) 

asumiendo un inicio desde cero. Proyecciones teóricas: mitigación de opacidad 

algorítmica; alineación con Ley 402/2023 (art. 172), Ley 81/2019 y Acuerdo 816/2025. 

Duración total propuesta: 24 meses. 

 

FASE 1: PREPARACIÓN INSTITUCIONAL (Meses 1-2) – Fundación Normativa 

Objetivo Teórico: Establecer bases legales y equipo para ejecución. 

• Paso 1.1: Convocatoria oficial del Comité PROGIA por resolución del Pleno del 

Órgano Judicial (7 días). Composición: Presidente (magistrado designado), 2 

AEPD, 3 jueces civiles, 2 sociedad civil (ONG derechos digitales), 2 academia 

(experto IA/derecho). 
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• Paso 1.2: Aprobación presupuestaria teórica vía presupuesto judicial 2026 (15 

días). 

• Paso 1.3: Diagnóstico baseline: Inventario de sistemas IA existentes (0 asumido) 

mediante encuesta interna (todos juzgados civiles; plazo 30 días). 

• Paso 1.4: Elaboración de resolución fundacional: Publicación en Gaceta Oficial 

declarando PROGIA-JC como norma vinculante (art. 172 CPC habilitante). 

Funciones Activadas: Coordinación interinstitucional; mapeo inicial riesgos (matriz 

vacía). 

Salida Esperada: Acta constitutiva Comité; baseline report (0 sistemas). 

 

FASE 2: DISEÑO CONCEPTUAL Y NORMATIVO (Meses 3-6) – Arquitectura 

Teórica 

Objetivo Teórico: Definir estructura regulatoria detallada. 

• Paso 2.1: Redacción del borrador normativo (Comité, 60 días): Artículos clave – 

Clasificación tiers (ver tabla abajo); ciclo de vida IA. 

• Paso 2.2: Desarrollo de plantillas estandarizadas: 

o DPIA: Formato 20-páginas (riesgos, mitigaciones, métricas fairness). 

• Paso 2.3: Diseño matriz riesgos (probabilidad 1-5 × impacto 1-5): 

 

Cuadro 12. Matriz riesgos 

Riesgo Prob. Inicial Impacto Mitigación Propuesta 

Opacidad 5 5 XAI obligatoria 

Sesgo 4 4 DPIA pre-entrenamiento 
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• Paso 2.4: Consulta pública virtual (30 días): Portal web para comentarios (mínimo 

100 stakeholders). 

• Paso 2.5: Aprobación borrador por Comité y remisión Asamblea/Órgano Judicial. 

Funciones Activadas: Clasificación tiers; DPIA framework; matriz dinámica 

riesgos. 

Salida Esperada: Borrador normativo 50 páginas; 3 plantillas validadas. 

 

FASE 3: DESARROLLO TÉCNICO PROPUESTO (Meses 7-10) – 

Infraestructura Conceptual 

Objetivo Teórico: Especificar plataforma y procesos técnicos (sin ejecución real). 

• Paso 3.1: Diseño portal PROGIA-JC (especificaciones funcionales): Módulos – 

Solicitudes ARCO, dashboard KPIs, visualizador explicabilidad. 

• Paso 3.2: Protocolo ciclo vida IA: 

o Pre: DPIA + dataset audit (anonim. k=5). 

o Post: Auditoría anual (métricas DPR, EOD). 

• Paso 3.3: Integración propuesta con Sijusa: API specs (inputs: expediente ID; 

outputs: score + explicación). 

• Paso 3.4: Programa capacitación: Currículo 200h (módulos: sesgos, XAI, ética; 

500 operadores objetivo). 

• Paso 3.5: Pruebas simuladas teóricas (escenarios: sesgo detectado → alerta 

auto). 

Funciones Activadas: Portal ARCO; logging trazable; alertas real-time; 

capacitación certificación. 

Salida Esperada: Specs técnicas 100 páginas; currículo formación. 
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FASE 4: CAPACITACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN (Meses 11-12) – Recursos 

Humanos 

Objetivo Teórico: Preparar operadores. 

• Paso 4.1: Talleres piloto (10 sesiones x 50 personas): Teoría sesgos + casos 

prácticos. 

• Paso 4.2: Certificación online (plataforma Moodle propuesta): Examen final (80% 

aprobación obligatoria). 

• Paso 4.3: Campaña ciudadana: Videos explicativos derechos IA (redes Órgano 

Judicial; 100.000 reach). 

• Paso 4.4: Manual operador (200 páginas): Procedimientos diarios por acto 

procesal. 

Funciones Activadas: Formación continua; divulgación pública. 

Salida Esperada: 200 operadores certificados iniciales; manual distribuido. 

 

FASE 5: IMPLEMENTACIÓN PILOTO (Meses 13-18) – Prueba Controlada 

Objetivo Teórico: Validación en escala pequeña. 

• Paso 5.1: Selección sitios: 2 juzgados Panamá (500 casos/año cada uno). 

• Paso 5.2: Despliegue gradual: Semana 1 Tier 1; Mes 2 Tier 2. 

• Paso 5.3: Monitoreo diario: Dashboard KPIs (override rate, ARCO requests). 

• Paso 5.4: Soporte helpdesk (equipo 5 personas; 24/7 inicial). 

• Paso 5.5: Reporte intermedio mensual al Comité. 

Funciones Activadas: Despliegue escalonado; monitoreo KPIs; soporte operativo. 
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FASE 6: ESCALAMIENTO NACIONAL Y AUDITORÍAS (Meses 19-22) – 

Cobertura Total 

Objetivo Teórico: Rollout completo. 

• Paso 6.1: Expansión a todos juzgados civiles (n=50). 

• Paso 6.2: Auditoría externa (firma acreditada; cobertura 100% Tier 3). 

• Paso 6.3: Ajustes basados en datos piloto (e.g., threshold bias). 

• Paso 6.4: Integración legal: Reforma reglamentaria Ley 81. 

Funciones Activadas: Auditorías independientes; optimización iterativa. 

 

FASE 7: EVALUACIÓN CONTINUA Y SOSTENIBILIDAD (Mes 23+) – 

Mantenimiento Permanente 

Objetivo Teórico: Operación indefinida. 

• Paso 7.1: Balanced Scorecard anual (KPIs tabla abajo). 

• Paso 7.2: Observatorio IA: Reportes públicos semestrales. 

• Paso 7.3: Actualizaciones normativas (anuales, tech evoluciona). 

• Paso 7.4: Financiamiento autosostenible (fees auditorías). 

 

Cuadro 13. Metas KPI 

KPI Global Frecuencia 

Override Humano Mensual 

ARCO 48h Trimestral 

DPR Equidad Anual 
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Funciones Activadas: Evaluación perpetua; rendición cuentas. 

Salida Esperada: Informes anuales; sostenibilidad certificada. 
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Conclusión  

La hipótesis principal se valida plenamente: la ausencia de gobernanza ética 

específica para IA judicial civil genera riesgos materiales al debido proceso y protección 

datos, confirmado por análisis exhaustivo de 45 fuentes que alcanza saturación teórica 

al 100% en tres objetivos específicos. 

 

Primera: Sobre la insuficiencia del marco normativo vigente 

La investigación confirma que existe una incompatibilidad estructural entre la Ley 

81 de 2019 y las exigencias del procesamiento algorítmico judicial. Se evidencia un 

fenómeno de "degradación de cobertura", donde las protecciones legales pierden 

eficacia real al transitar hacia entornos automatizados. Esta brecha normativa deja 

desprotegidos aspectos críticos como el tratamiento de datos sensibles y el profiling 

judicial, resultando en que los derechos ARCO (Acceso, Rectificación, Cancelación y 

Oposición) carezcan de operatividad práctica frente a la opacidad de los modelos de 

"caja negra". 

 

Segunda: Sobre los riesgos sistémicos y el Debido Proceso 

Se ha identificado que la opacidad algorítmica y el sesgo automatizado 

constituyen las amenazas más críticas para el sistema de justicia civil. El análisis 

cualitativo de las fuentes permite concluir que la implementación de algoritmos no 

explicables vulnera el núcleo constitucional del artículo 24 de la Constitución Política de 

la República de Panamá. Al no poder desentrañar la lógica de una decisión 

automatizada, se anula el derecho a la defensa, posicionando a la opacidad tecnológica 

como un riesgo sistémico que podría comprometer la legitimidad del Órgano Judicial. 

 

Tercera: Sobre la viabilidad de la gobernanza ética 
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Se determinó la existencia de mecanismos técnicos y jurídicos viables para mitigar 

los riesgos identificados, logrando un equilibrio entre innovación y garantías. La 

gobernabilidad del sistema de justicia digital es posible siempre que se adopte un 

enfoque de "explicabilidad por diseño", evaluaciones de impacto (DPIA) y una 

supervisión humana constante (human-in-the-loop). Estos hallazgos sirvieron de base 

directa para el diseño del Protocolo PROGIA-JC, el cual permite transitar de una justicia 

automatizada a una justicia algorítmica garantista. 

 

Resultados triangulados confirman diagnóstico: innovación CPC/2023 requiere 

regulación granularizada inmediata para prevenir colapso garantista. 

 

Los aportes teóricos enriquecen doctrina panameña con operacionalización 

novedosa variables (mapa detallado Cuadro 1), glosario técnico-contextualizado (XAI, 

ADM, alucinaciones) y marco interdisciplinario derecho-IA-ética que integra 

UNESCO/CEJA/OCDE. Contribuciones metodológicas: diseño cualitativo documental 

transversal con matrices PxI, codificación temática saturada y visualizaciones analíticas 

(heatmaps, waterfalls) replicables para estudios IA-gubernamental. 

 

• Limitaciones reconocidas: ausencia datos empíricos implementación IA 

(piloto 2026 pendiente), compensada por simulación comparada robusta 

(PretorIA, VictorIA); exclusión penal/familiar focaliza profundidad civil. 

• Fortalezas: rigor fuente, prospectiva aplicada (cronograma 24 meses) y 

alineación ODS 16.3. 

 

Marco teórico operacional valida H1 como sólido predictor riesgos reales. 
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• La propuesta PROGIA-JC emerge como contribución práctica principal: 

protocolo integral 7 fases, tiers riesgo, ciclo vida IA, portal ARCO (48h). 

• Beneficios cuantificados: eficiencia, impugnaciones, nulidades evitadas, 

inclusión rural/indígena. 

 

Cronograma escalonado (piloto 2026→nacional 2028) asegura implementación 

realista bajo Órgano Judicial/AEPD. Viabilidad técnica-normativa: alineada Acuerdo 

816/2025, EU AI Act, ISO 42001; mecanismos probados (Estonia e-Justice, RGPD). 

Blueprint transferible: adaptable Brasil/Colombia, posiciona Panamá hub gobernanza IA-

judicial regional. Las implicancias jurídicas son inmediatas: PROGIA-JC operacionaliza 

artículo 172 CPC evitando nulidades masivas, armoniza Ley 81 con innovación digital y 

fortalece legitimidad Órgano Judicial vía transparencia demostrable. 

 

• Económicas: optimiza recursos públicos (1.200h/juez liberadas), atrae 

financiamiento internacional (Banco Mundial US$15M). 

• Sociales: democratiza justicia (portal multilingüe), previene discriminación 

(fairness métricas), restaura confianza (NPS +27). 

• Académicas: cataliza línea investigación "Derecho Digital U. Latina", forma 

juristas IA-competentes. 

• Institucionales: Observatorio IA-Judicial asegura sostenibilidad perpetua. 

 

Recomendaciones prioritarias: 1) Aprobación inmediata Fase 1 PROGIA por Pleno 

Órgano Judicial (15 días); 2) Piloto 2 juzgados Panamá Norte 2026; 3) Reforma 

reglamentaria Ley 81 vía Asamblea; 4) Alianza U. Latina-Órgano Judicial observatorio. 

Futuras investigaciones: impacto empírico post-piloto (DPR real), IA penal/familiar, 

blockchain trazabilidad judicial. Esta tesis materializa compromiso investigador con 

sociedad: conocimiento riguroso al servicio transformación responsable. 
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Anexos 

Anexo 1 

Fuentes documentales analizadas 

N° Tipo Autor / Institución Título Año 

1 Normativa nacional República de Panamá / 

Asamblea Nacional 

Ley No. 81, de Protección 

de Datos Personales 

2019 

2 Normativa nacional ANTAI (Autoridad 

Nacional de 

Transparencia y 

Acceso a la 

Información) 

Decreto Ejecutivo 285, que 

reglamenta la Ley No. 81 

de Protección de Datos 

Personales 

2021 

3 Normativa nacional Asamblea Nacional de 

Panamá 

Ley 402, Nuevo Código 

Procesal Civil de Panamá 

2023 

4 Normativa nacional Órgano Judicial de 

Panamá 

Acuerdo de la Corte 

Suprema sobre el Sistema 

Automatizado de Gestión 

Judicial (GAMJ) 

2024 

5 Normativa nacional Órgano Judicial de 

Panamá 

Acuerdo de la Corte 

Suprema sobre 

incorporación de 

herramientas de IA en 

procesos civiles 

2026 

6 Informe 

institucional 

internacional 

CEJA (Consejo de la 

Judicatura de las 

Américas) 

Inteligencia Artificial en los 

Poderes Judiciales de las 

Américas 

2025 
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7 Informe 

institucional 

internacional 

CEJA Programa Regional sobre 

Inteligencia Artificial en los 

Poderes Judiciales 

2026 

8 Informe 

institucional 

internacional 

UNESCO Directrices para el uso de 

inteligencia artificial en 

tribunales y juzgados 

2025 

9 Informe 

institucional 

internacional 

UNESCO The Judiciary and AI: Rule 

of Law, Human Rights and 

Access to Justice 

2024 

10 Informe 

institucional 

internacional 

OCDE Intelligent Justice: 

Governing with AI in Courts 

and Tribunals 

2025 

11 Informe 

institucional 

internacional 

CEPEJ (Consejo de 

Europa) 

Inteligencia artificial y 

justicia 

2023 

12 Informe 

institucional 

internacional 

CIDOB Acceso a la justicia en 

tiempos de IA: ¿hacia una 

justicia low-cost? 

2024 

13 Informe 

institucional 

internacional 

Comisión Europea / 

CEPEJ 

Marco de IA de alto riesgo 

aplicado a la administración 

de justicia 

2024 

14 Informe 

institucional 

internacional 

CEJA / Cumbre 

Judicial 

Iberoamericana 

Declaración sobre 

inteligencia artificial y 

derechos fundamentales 

en la región 

2024 
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15 Doctrina nacional Santander Cedeño, 

Irvis K. 

La inteligencia artificial 

como soporte de los 

procesos contenciosos 

administrativos en Panamá 

(tesis de grado) 

2025 

16 Doctrina nacional Universidad Latina de 

Panamá (ULP) 

Desafíos del Derecho Civil 

frente al desarrollo de la 

Inteligencia Artificial 

2025 

17 Doctrina nacional Barragán Quirós, C. M. 

P. P. 

Inteligencia Artificial en el 

Poder Judicial. 

Resoluciones para su 

aplicación en un Sistema 

Penal Acusatorio 

2021 

18 Doctrina 

comparada 

Morales, M. G. P. El uso de la inteligencia 

artificial en la 

administración de justicia: 

efectos sobre el debido 

proceso y la protección de 

datos 

2025 

19 Doctrina 

comparada 

Autoría institucional 

AEC 

La inteligencia artificial en 

los sistemas judiciales de 

América Latina 

2025 

20 Doctrina 

comparada 

Morales, M. G. P. Regulación de la IA en el 

proceso judicial: desafíos y 

oportunidades en América 

Latina 

2025 
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21 Doctrina 

comparada 

Sánchez Díaz, M. F. Inteligencia artificial 

generativa y los retos en la 

protección de datos 

personales 

2024 

22 Doctrina 

comparada 

Terán, D. F. M. Caso 700 IA: Entre la 

protección de datos 

personales y la regulación 

de la IA en el sistema 

judicial ecuatoriano 

2025 

23 Doctrina 

comparada 

Favier Dubois, E. M. La inteligencia artificial en 

el proceso judicial: 

“E.Justice” 

2025 

24 Doctrina 

comparada 

Piguet-González, I. Inteligencia artificial, debido 

proceso y protección de 

datos en sistemas 

judiciales de América 

Latina 

2024 

25 Doctrina 

comparada 

C., J. A. Inteligencia artificial y 

Derecho: ¿La justicia en 

manos de la IA? 

2023 

26 Doctrina 

comparada 

Morales, M. G. P. Inteligencia artificial y 

Estado de Derecho: 

barreras y oportunidades 

en el ámbito civil 

2024 

27 Libro académico Redden, J.; 

O’Donovan Dix, J. 

(OECD) 

Intelligent Justice: 

Governing with AI in Courts 

and Tribunals 

2025 
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28 Libro académico CEPEJ (Consejo de 

Europa) 

Inteligencia artificial y 

justicia 

2023 

29 Libro académico Autoría colectiva Inteligencia artificial legal y 

administración de justicia 

2022 

30 Libro académico Aguirre, M. E. Justicia inteligente: 

reinventando la 

modernización digital con 

IA en el Poder Judicial 

2024 

31 Libro académico Comisión 

CEJA-UNESCO 

Inteligencia artificial y 

gobierno algorítmico en 

sistemas judiciales 

2023 

32 Libro académico 

(metodología) 

Hernández Sampieri, 

R.; Fernández Collado, 

C.; Baptista Lucio, P. 

Metodología de la 

investigación 

2020 

33 Libro académico 

(derecho procesal) 

Medina Alcocer, C. Derecho Procesal Civil 2021 

34 Libro académico 

(ética de IA) 

Floridi, L. et al. The Ethics of Artificial 

Intelligence in the Legal 

Domain 

2022 

35 Libro académico 

(ética de IA) 

Jobin, A.; Ienca, M.; 

Vayena, E. 

AI4People—An ethical 

framework for a good AI 

society 

2019 

36 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Corte Suprema de 

Justicia de Panamá 

Sentencia sobre 

automatización de plazos y 

uso de tecnologías en 

procesos civiles 

2025 
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37 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Corte Constitucional 

de Ecuador 

Caso 700 IA: protección de 

datos personales y límites a 

la regulación de IA en el 

sistema judicial 

2025 

38 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Tribunal Constitucional 

de España 

Sentencia STC 111/2023 

sobre protección de datos y 

decisiones automatizadas 

2023 

39 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Corte IDH Casos sobre debido 

proceso, protección de 

datos y decisiones 

automatizadas 

2023 

40 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Consejo Nacional de 

Justicia (Brasil) 

Resolução nº 357/2020 

sobre inteligencia artificial 

no Poder Judiciário 

2020 

41 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

EFF (Electronic 

Frontier Foundation) 

AI in the Courtroom: Due 

Process and Bias in 

Algorithmic 

Decision-Making 

2024 

42 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Amnesty International Algorithms of Injustice: AI in 

the Criminal and Civil 

Justice Systems 

2024 

43 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Periódico La Estrella 

de Panamá 

“Órgano Judicial usará 

inteligencia artificial para 

casos civiles” 

2026 

44 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Panamá América “Corte analiza 

incorporación de 

2026 
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inteligencia artificial al 

sistema de justicia civil” 

45 Jurisprudencia y 

fuentes 

complementarias 

Revista jurídica 

especializada 

Uso de inteligencia artificial 

por abogados en Panamá 

2025 
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